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NUNCIUS IURE

Me es grato presentar a la comunidad educativa una nueva edición de su Revista “NUNCIUS 

IURE”, la cual es editada por la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales de la Universidad 

Modular Abierta, en la cual se encuentran artículos de diferentes áreas del Derecho, escritos por 

docentes de la Licenciatura en Ciencias Jurídicas de esta Casa de Estudios.

Presentamos con mucho agrado nuestra XV Edición correspondiente al año 2025, con la cual 

pretendemos desarrollar y difundir el pensamiento académico y jurídico de actualidad, esperamos 

que, con la lectura de cada artículo, los lectores sean motivados a investigar más sobre el tema, y 

de esta manera, poder adquirir y aplicar nuevos conocimientos producidos en nuestra Facultad 

de Jurisprudencia y Ciencias Sociales. 

Es importante destacar, que este año la Facultad desarrollará su XV Congreso Jurídico, 

denominado: “Educación Ambiental: Retos y desafíos para la sostenibilidad”, en la cual se dará la 

oportunidad a la comunidad educativa de nuestra Universidad Modular Abierta, de escuchar de 

primera mano por parte de especialistas nacionales e internacionales temas relacionados con la 

sostenibilidad del medio ambiente. Vaya para los participantes del Congreso Jurídico un caluroso 

saludo, esperando que ésta actividad extracurricular, sea de mucho bene� cio para su formación 

y desarrollo profesional.

Mtro. José Ernesto Romero Ramos
Decano de Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales

Presentación
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Mtro. Juan José Benavides1

EL LIDERAZGO ÉTICO DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS

Resumen
En el presente ensayo se hará un abordaje 
enfocado en el liderazgo ético del servidor público, 
en donde dará respuesta a interrogantes como: el 
comportamiento ético es una necesidad, una
responsabilidad o una obligación en la administración 
pública?, y es que el ser humano es libre para tomar 
decisiones en todos los ámbito de su existencia, sin 
embargo en el momento que realiza un acto, también 
es responsable de sus consecuencias, por lo que al 
tratarse de un servidor público, con mucha más 
razón debe ceñirse a códigos de ética que rigen su 
comportamiento, por eso es imperante analizar los 
valores que están presentes en la actividad estatal.

Palabras claves: Liderazgo, Ética, Moral, Filosofía, 
Código de Ética, Tribunal de Ética Gubernamental, 
Función Pública, Ética pública, Corrupción, Valores 
Éticos, Conductas Antiéticas.

Sumario: I. La formación de líderes. II. Ética de los 
servidores públicos. III. El problema de la corrupción en 
la administración pública. IV. Cultura ética en la función 
pública. V. Conclusión.

I.- La formación de lideres
En la actualidad es necesario fortalecer la formación 
de líderes y directivos en las diferentes facetas de la 
vida social, el desarrollo de la inteligencia espiritual 
es requisito fundamental para una crear una mejor 
sociedad. La inteligencia espiritual es la directora 
de todas las inteligencias y es, por lo tanto, la guía de 
nuestra vida, ya que el auténtico liderazgo está fundado 
esencialmente en la promoción y vivencia de cuatro 
valores: Honestidad, Respeto, Solidaridad y Compasión, 
mismos que en una relación dinámica profundizan y 

enriquecen el sentido de responsabilidad, es decir, la 
posibilidad de dar respuesta a los grandes problemas 
de la humanidad y construir la nueva sociedad. 

Los ejecutivos y directivos están comprometidos 
con la productividad, que trasciende el ámbito 
económico y material hasta involucrarse en la 
búsqueda del signi� cado vital y laboral. En ese sentido 
considero imperativo profundizar en la esencia del 
auténtico liderazgo. De manera sintética: “Ser líder 
es in� uir en otros para el logro de un � n valioso”. 
Las palabras clave de esta de� nición son: “in� uir” y “� n 
valioso”. In� uencia es la energía y el proceso, es decir, 
motiva a otros para la realización comprometida de 
una tarea u objetivo, complementado esta dinámica 
con “� n valioso”. Entre las múltiples características con 
las que se ha integrado el per� l de un líder, está su
 “carisma”. Las organizaciones del siglo XXI requieren 
de un nuevo estilo de liderazgo, un liderazgo capaz de 
generar líderes � exibles, con capacidad de adaptación 
para un mundo que está en constante cambio

II. La ética de los servidores públicos
En la disciplina de las prácticas éticas, suele existir 
una lógica en cuanto a lo que es honesto, conveniente 
y debido, en contraposición con lo que es deshonesto, 
inconveniente o indebido. Si bien es cierto el bien es 
conveniente, no todos aspiran a él, ni mucho menos 
lo pueden alcanzar, pues ello supone poseer valor, 
fortaleza, voluntad y dignidad, esto quiere decir que 
conducirse éticamente es querer el bien por sí mismo 
y ese bien sin duda será mayor si se hace desde los 
cargos públicos. En palabras de Aristóteles: “El bien 
es ciertamente deseable cuando interesa a un solo 
individuo, pero se reviste de un carácter más bello y más 
divino cuando interesa a un pueblo y a un Estado.” 1

1 Aristóteles, Ética Nicomaquea, 1094b.

1 Abogado y Notario, Maestro en Derechos Humanos y Educación para la Paz, 
Universidad de El Salvador, empleado público, egresado de Licenciatura en 
Administración de Empresas, Universidad de El Salvador. Docente UMA, San Salvador.



5

Revista NUNCIUS IURE EDICIÓN XVIII  2025

Las funciones que realizan los servidores públicos 
en nombre del Estado, al momento de atender a los 
ciudadanos en sus legítimas demandas, y exigencias,  
se le conoce como ejercicio de la función pública, 
esta de� nición es la que nos da la Ley de Ética 
Gubernamental, en su Artículo 3, literal a), por lo 
que todos los servidores públicos tienen un papel 
muy importante en el quehacer de la administración 
pública, esta actividad debe ser guiada por los valores 
éticos, pero en la actualidad  se dan algunos casos 
de conductas que están prohibidas de acuerdo al 
Artículo 5 y 6 la Ley de Ética Gubernamental (LEG), 
a pesar de los esfuerzos que se realizan por evitar 
que sucedan este tipo de prácticas, ahora bien 
existen una variedad de principios éticos,  que rigen 
a los servidores públicos, los cuales se encuentran 
regulados en el Artículo 4 de la LEG, pero esto nos 
lleva al hecho de analizar cuáles son los � nes éticos 
de la gama de principios enumerados es el citado 
cuerpo normativo, y es que para determinar el aspecto 
teleológico2 de la administración pública, dependerá de 
los � nes del Estado, y para ello basta con remitirse al 
Artículo 1 de la Constitución de la Republica, donde 
encontramos principios y valores axiológicos, como 
la justicia, seguridad jurídica y bien común, � nes que 
deben ser materializados por los servidores públicos. 

En cuanto al bien común, para (Hernandez, 1997), 
señala que: “El bien común es una especie del bien 
en general, un criterio racional de la conducta que se 
re� ere en primer término a la sociedad como entidad 
relacional, como la unidad de un todo ordenado que 
responde a la dimensión natural de la naturaleza 
humana” esta concepción implicaría aportaciones 
éticas de las personas, en carácter individual como 
colectivo, con la � nalidad de respetar la dignidad 
humana, esto signi� caría a su vez el respeto de los 
derechos y libertades fundamentales, por lo que 
podemos decir entonces que cuando el funcionario 
público, cumple con sus deberes individuales, y 
respeta los derechos de los demás, está cumpliendo 
con el principio de bien común y a su vez  implica 
hacer justicia, a contrario sensu no hacerlo implica, 
afectaciones severas a este principio constitucional 
que está orientado a los � nes y actividad del Estado.
En el ámbito jurídico los servidores públicos, deben 

2Es la rama de la metafísica que se re� ere al estudio de los � nes o propósitos de algún 
objeto o algún ser, o bien literalmente, a la doctrina � losó� ca de las causas � nales

procurar la aplicación de la ley de una manera que 
implique bene� cios colectivos, y tener especial 
cuidado de no afectar aquellas instituciones morales 
que velan por el fomento de una cultura ética.

III.- El problema de la corrupción en la
administración pública.
La con� anza en los servidores públicos, a veces se ha 
visto trastocada por conductas antiéticas de algunos 
servidores públicos, sumado a ello por algunos 
resultados no favorables en la gestión pública, y es que, 
de acuerdo a la memoria de labores del Tribunal de 
Ética Gubernamental, (TEG) entre Junio 2022 y Mayo 
de 2023 iniciaron un total de 248 procedimientos 
administrativos sancionadores, imponiéndose un 
total de  66 sanciones a 63 servidores públicos, 
por transgresiones a deberes y prohibiciones 
éticas, contenidas en los Arts. 5 y 6 de la Ley de 
Ética Gubernamental, en el período comprendido 
del mes de junio de 2022 a mayo de 2023.

El tener casos con resoluciones de condenas  por 
conductas antiéticas, a pesar que son pocos, pero nos 
da entender que existe una crisis de valores, desde los 
gobernantes, los funcionarios públicos, y personal que 
labora en el servicio público, y citando a (Nieto, 2002)3

“el fenómeno de la corrupción, es casi una conducta 
inherente al ser humano, cualquiera que sea el sistema 
político de gobierno, la corrupción ha llegado a ser 
cali� cada como endémica en las formas de gobierno.”

Cuando nos referimos a cuestiones morales, se 
acostumbra a unir la crisis de valores con la corrupción, 
de modo que parece que son dos fenómenos 
estrechamente ligados entre sí, pero no es así, la crisis 
puede ser un fenómeno normal de la sociedad, que 
deviene con el cambio social, todas las culturas han 
sufrido crisis de valores, pero la corrupción es un 
fenómeno negativo, y suele estar referida al ámbito 
público, que de alguna manera está relacionada con la 
administración pública, la corrupción tiene resultados 
nefastos, porque se  termina pensando que todo mundo 
tiene precio, que si alguien realiza una actividad es por 
dinero o por el prestigio que puede conseguir, así se 
produce el fenómeno que (Walzer, 1993), denomina 

3 Profesor emérito de la Universidad Complutense de Madrid, estudioso de la corrupción
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el “bien dominante”,  que signi� ca que en una sociedad, 
cuando alguien posee algún  bien determinante, puede 
poseer todos los demás a partir de él.”, así citamos por 
ejemplo como la propiedad de los bienes económicos, es 
el medio para alcanzar bienes políticos y muchos otros.

La corrupción generalmente tiene causas políticas y 
económicas y esta se orienta a garantizar a individuos 
o a grupos, la adquisición de bienes y la obtención de 
ventajas de manera irregular, por eso existen cada vez 
practicas más sigilosas, para cometer estas acciones, en 
la actualidad  no se puede negar que existen funcionarios 
y servidores públicos que actúan con un compartimiento 
no ético, en algunos casos suelen ser muy audaces, 
porque en un primer momento parecen actuar con 
transparencia y con una ética pública, sin embargo 
utilizan estratagemas4, haciendo uso de la política del 
interés, (Misael Flores Vega, 2008) citando a Immanuel 
Kant, a� rma que las máximas como estratégicas, que 
utilizan los moralistas son las siguientes: a) Actúa y da 
una justi� cación, b) Si hiciste algo niégalo, y c) divide y 
vencerás. Estas máximas de acuerdo al autor le dan 
dirección y sentido al comportamiento político moralista, 
mismas que son estrategias pragmáticas y de corrupción, 
prácticamente subordinan los principios al � n.

IV. Cultura ética organizacional.
La cultura ética, generalmente es algo 
sumamente difícil de medir, se considera que son
valores y principios de las instituciones o 
corporaciones expresados en textos normativos 
de naturaleza ética en las funciones herramientas 
necesarias para la e� cacia de la gestión pública.
Para combatir las prácticas antiéticas, en la 
administración pública, es necesaria la implementación 
de sistemas de control interno y externo de los 
servidores públicos, rendiciones de cuentas, etc, ya que 
no basta con dejar a la esfera interna de las personas, 
sus convicciones y sus principios, para el autocontrol 
de sus acciones. Las prácticas contrarias a la ética de 
los servidores de la administración pública, produce 
consecuencias graves como: desvió de recursos, 
la poca funcionabilidad de las instituciones, 
obstaculización de la justicia, clientelismo político, 
y sobre todo la pérdida de con� anza en las 

4De acuerdo a la Real Academia de la Lengua Española, estratagema signi� ca: Astucia, 
� ngimiento y engaño arti� cioso.

instituciones de gobierno, y que todo esto al � nal, 
podría llevar a situaciones de ingobernabilidad. 

Es necesario conjugar una serie de acciones, entre 
un ordenamiento jurídico adecuado, y jornadas de 
educación en ética y valores en la función pública, y esta 
es una tarea de todos, el fortalecer la conciencia moral, 
podría hacerse a través de: ponencias, programas, 
creación de nuevas comisiones de ética, etc., asi mismo 
la adopción de Códigos de Ética en las diferentes 
instituciones de la Administración pública, resulta 
ser de suma relevancia, como mecanismo de control 
interno, en ese sentido cito por ejemplo el reciente 
aprobado Código de Ética de la Fiscalía General de la 
República, (FGR) publicado en el Diario O� cial el día 5 
de mayo del 2020,  en este Código en su artículo 1 y 2 se 
estableció su objeto y ámbito de aplicación, en cuanto a 
sus � nes es establecer los principios, valores, deberes y 
pautas de conducta éticas que deben cumplir y respetar 
las personas que ejercen como servidores públicos 
de la Fiscalía General de la República, fomentando 
la debida diligencia, la excelencia y la integridad.

Para fortalecer los controles externos, de los 
servidores públicos, y evitar prácticas contrarias 
a la ética, la aprobación las leyes, ayudan pero no 
serían el único camino, citando a (Arana, 1993) “el 
conjunto de normas y controles no garantiza que el 
empleado público actué de forma éticamente correcta.”
en ese sentido podemos a� rmar que solo la fortaleza 
de las convicciones puede cubrir ese vacío que el 
contexto produce, para así fortalecer las conductas 
responsables en el ejercicio de la función pública, 
y así se actúa de mejor manera antes los dilemas 
éticos y se evita prácticas contrarias a la ética.

V. Conclusión.
Al � nalizar el presente ensayo se llega a la conclusión 
que camino o el método más idóneo para tener líderes 
auténticos que enriquezcan sus talentos, habilidades 
y conocimientos con un código ético y una misión 
trascendente, es la educación, a través de programas, 
cursos, talleres y todo medio educativo que capacite y 
desarrolle el espíritu de los líderes en aquellos temas 
de fondo para convertirlos en auténticos agentes 
de cambio y promotores de una cultura ética en 
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la familia, en las organizaciones y en las naciones.
La ética en la función pública, es una ética aplicada, 
y la � nalidad de la misma es el servicio de calidad 
a los ciudadanos, por lo que las actuaciones de 
los servidores públicos, deben estar orientadas a 
garantizar, proteger y promover los derechos de 
los ciudadanos. Los componentes indispensables 
que debe acompañar a toda ética pública, es un 
marco normativo, y la transparencia, orientado 
a garantizar los derechos de los ciudadanos.

Las practicas antiéticas, y la corrupción son un 
problema severo, que consiste en un abuso de una 
condición o posición, con un bene� cio directo o 
indirecto para las personas o grupos de personas que 
cometen este tipo de prácticas, estas personas deciden 
apartarse de toda norma tanto jurídica como moral, 
anteponiendo el interés privado sobre el interés general. 
En la actualidad existen diferentes tipos penales, 
que sancionan estas prácticas, de igual manera hay 
sanciones establecidas por el derecho administrativo, 
como es en el caso de la Ley de Ética Gubernamental,  
pero sin duda que la mejor forma para fortalecer la 
ética pública, es desarrollar una conciencia moral, 
en el ámbito de las culturas éticas organizacionales, 
desarrollando convicciones fuertes en los servidores 
públicos, para que hagan lo éticamente correcto 
en el quehacer de la administración pública.  

De acuerdo a (Habermas, 2000), “la ética pública trata 
de de� nir lo que está bien y mal para las mayorías, aquello 
que podría constituir un patrón moral básico de carácter 
universal y generalizable, dado lo racional y razonable 
de sus � nes, valores y prescripciones de conducta, 
patrón  compatible con la propia búsqueda razonable 
del bien, este tipo de ética afecta a los individuos en 
tanto y en cuanto a que son miembros de una sociedad.”. 
Podríamos concluir entonces que el comportamiento 
ético, es una necesidad, una obligación y un deber de los 
servidores públicos, en el ejercicio de la función pública, 
porque de lo contrario tendríamos instituciones con 
poca o nula credibilidad, afectando así severamente 
la gobernabilidad, perjudicando el logro de los � nes 
constitucionales del Estado, siendo los principios como: 
bien común, justicia y seguridad jurídica, relevantes 
por ser aspectos teleológicos de la actividad estatal.

La falta de ética pública nos afecta a todos por 
igual, no sólo a los ciudadanos, sino también a 
gobernantes, funcionarios, o empleados del servicio 
público, por lo que hay que tener presente que 
somos parte de este todo, por lo que debemos 
respetar los principios y reglas básicas de la misma.
Asimismo resulta indispensable  fortalecer los 
mecanismos internos y externos en el combate a 
la corrupción, en todos los niveles, para ello sería 
positivo que las demás instituciones retomaran la 
inicia del Ministerio Publico Fiscal, al  aprobar un 
Código de Ética orientado a las funciones propias 
de la institución, ya que esto establece elementos 
que contribuirán a fomentar una cultura ética 
sólida en cuanto a las convicciones de los servidores 
públicos que integran las distintas instituciones.
La Ley de Ética Gubernamental, establece las funciones 
y atribuciones del Tribunal de Ética Gubernamental,  
sin duda alguna es una labor de relevancia, para 
garantizar la transparencia en la Administración 
pública, en ese sentido el anteproyecto de  reformas 
que se propusieron  a la Asamblea Legislativa en 
el año 2018, permitirá ejercer una función más 
dominante en la lucha contra corrupción, y una vez 
sea aprobada estas reformas  indiscutiblemente será 
una herramienta más que abonará a la cultura ética. 
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EL SILENCIO ADMINISTRATIVO NEGATIVO

El silencio administrativo negativo, � cción legal 
y garantía procesal habilitante para el acceso a la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa: perspectiva 
normativa y jurisprudencial.  

Jonathan Américo Silva Cortez. Docente hora 
clase en la Universidad Modular Abierta, 
Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales. 
Maestro en Derecho Administrativo. Maestro en 
Asesoría Educativa. Actualmente, Juez de Primera 
Instancia, en el Juzgado 4° de lo Contencioso 
Administrativo con sede en el distrito de San Salvador.

1. Resumen y palabras clave.
1.1. Planteamiento del problema o tema central.
El artículo 4 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativo —en adelante LJCA— establece que 
podrán deducirse pretensiones derivadas de distintos 
actos administrativos, entre estos los presuntos. 

Por su parte, el artículo 113 inciso 4° de la Ley de 
Procedimientos Administrativos —en adelante LPA—, 
establece que la producción de los efectos negativos 
del silencio administrativo, únicamente habilita i) la 
interposición del recurso administrativo; o, ii) el inicio 
de la vía Contencioso Administrativa, según resulte 
procedente.

Sin embargo, pese a su reconocimiento legal, 
subsisten dudas y vacíos interpretativos sobre su 
alcance, naturaleza jurídica y objetivo primordial. 
Estas incertidumbres en la práctica jurídica 
pueden generar di� cultades tanto para los 
administrados como para los operadores del sistema. 

Por ello, resulta necesario realizar un análisis normativo 
y jurisprudencial que clari� que el papel del silencio 

administrativo negativo dentro del marco del derecho 
administrativo salvadoreño, destacando su función 
como mecanismo de defensa frente a la inactividad de 
la administración pública.

En ese contexto, el presente trabajo académico se 
abordará desde la óptica del silencio administrativo 
negativo y sus efectos habilitantes para el acceso a la 
jurisdicción contencioso administrativa.1

1.2. Breve resumen del argumento principal. 
Esta publicación analiza el silencio administrativo 
negativo, destacando su habilitación para el acceso 
a la Jurisdicción Contencioso Administrativo, frente 
a la inactividad de la Administración Pública en 
resolver. El enfoque principal consiste en garantizar 
el respeto al principio de legalidad y el acceso de los 
administrados a la tutela judicial efectiva para que 
puedan plantear sus pretensiones judiciales según 
corresponda a la luz del artículo 10 de la LJCA.

Palabras claves: Acto presunto negativo; tutela judicial 
efectiva; inactividad formal de la Administración Pública 
y � cción legal.

2. Introducción. 
El presente ensayo examina desde una perspectiva 
jurisprudencial el silencio administrativo negativo
y sus efectos habilitantes en el marco del derecho 
procesal administrativo, representado un mecanismo
crucial para garantizar el acceso procesal contencioso 
administrativo a los administrados ante la inacción de 
la administración pública, particularmente, cuando 
1Si bien es cierto, el artículo 113 inciso 4° de la LPA, pregona que la producción de los 
efectos negativos del silencio administrativo, únicamente habilita la interposición del 
recurso administrativo o el inicio de la vía Contencioso Administrativa, según resulte 
procedente. No obstante, en el presente trabajo académico no se abordará el tema sobre 
del silencio administrativo como habilitante del recurso administrativo correspondiente, 
sino exclusivamente sobre el ultimo supuesto regulado en la disposición legal antes citada.

Docente hora clase de UMA. Maestro en Asesoría Educativa 
y Mtro. en Derecho Administrativo. Actualmente juez de lo 

Contencioso Administrativo de San Salvador.

Mtro. Johathan Silva
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ésta no resuelve o no noti� ca sus decisiones respecto 
a las solicitudes o procedimientos presentados por
los ciudadanos. De lo anterior, se plantea la 
pregunta central: ¿Por qué el silencio administrativo 
negativo, es una � cción legal con garantía procesal 
habilitante para el acceso a la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa? Como hipótesis, se 
sostiene que los efectos del silencio administrativo 
deben entenderse desde una perspectiva garantista, 
como puerta de acceso a la tutela judicial efectiva 
que está encomendada a las sedes judiciales de lo 
Contencioso Administrativo según lo dispuesto 
en los artículos 172 de la Constitución de la República 
y 1 de la LJCA, de modo que, el administrado
pueda ejercer sus pretensiones contenidas en el 
artículo 10 de la LJCA, aún en ausencia de una 
respuesta por parte de la administración pública.

El análisis normativo girará en torno al artículo 113 
incisos 2° y 4° de la LPA; asimismo, se integrarán 
aportes doctrinales de diversos autores de derecho 
administrativo, así como la jurisprudencia de 
la Sala de lo Contencioso Administrativo y la 
Cámara Primera de lo Contencioso Administrativo.

En cuanto a la estructura del ensayo, se desarrollará 
en tres ejes principales: primero, el marco 
normativo y doctrinal que sustenta los efectos 
negativos del silencio administrativo en los 
procedimientos iniciados a instancia del interesado; 
segundo, el análisis de la jurisprudencia relevante; 
y � nalmente, el estudio de un caso actual que 
ilustra las implicaciones prácticas del tema.

6. Desarrollo argumentativo.
6.1. Sustento normativo y doctrinal relevante. 
La LPA en su artículo 113, establece lo siguiente:
“(…) En los procedimientos iniciados a solicitud del 
interesado, sin perjuicio del pronunciamiento que 
la Administración debe efectuar, conforme a las 
Disposiciones de esta Ley, el vencimiento del plazo máximo, 
sin haberse noti� cado resolución expresa, producirá el 
efecto positivo, de modo que el interesado ha de entender 
estimada su petición. Sin embargo, el silencio tendrá 
efecto negativo o desestimatorio en los siguientes casos:

1. Cuando el supuesto constitutivo se origine 
exclusivamente del derecho constitucional de petición, sin 
que exista regulación infraconstitucional alguna relativa 

al supuesto constitutivo de la petición; (…) 2. Cuando la 
solicitud tuviera como consecuencia que se trans� rieran 
al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio 
público o al servicio público; (…) 3. Cuando se trate 
de peticiones dirigidas a la impugnación de actos y 
disposiciones. No obstante, cuando se hubiere interpuesto 
recurso de apelación contra la desestimación por silencio 
administrativo de una solicitud, se producirán los efectos 
positivos del silencio si, llegado el plazo de resolución, 
el órgano administrativo competente no dictase 
resolución expresa sobre el mismo; y, (…) 4. Siempre 
que una norma con rango de Ley así lo establezca.  

La producción de los efectos positivos del silencio 
administrativo tiene la consideración de acto 
administrativo � nalizador del procedimiento, con todas 
sus consecuencias. Por el contrario, la producción de los 
efectos negativos del silencio administrativo, únicamente 
habilita la interposición del recurso administrativo o el 
inicio de la vía Contencioso Administrativa, según resulte 
procedente (…)”

De la lectura del referido artículo, se comprende que 
el vencimiento del plazo máximo, sin haber noti� cado 
la resolución expresa, producirá efecto positivo, de 
modo que el interesado debe entender estimada su 
petición, lo cual es la regla general. En otras palabras, 
la LPA establece como regla general que el silencio de 
la administración pública, produce efectos positivos. 

No obstante, la excepción es que tendrá efectos 
negativos o desestimatorios, en los 4 casos puntuales 
re� ejados en el artículo 113 inciso 2º de la LPA.

Ahora bien, para el presente estudio, es relevante 
hacer énfasis en la habilitación que discurre del 
artículo 113 inciso 4º de la LPA, dado que, la 
producción de los efectos del silencio negativo, 
habilita al interesado la interposición del recurso 
de administrativo; o, habilita el inicio de la vía 
Contencioso Administrativa, según resulta procedente. 

Siendo imperioso mencionar que, para iniciar 
la vía Contencioso Administrativa, es necesario 
que el demandante cumpla con los requisitos de 
procesabilidad para acceder a ésta, los cuales 
se acentúan en los artículos 24 y 25 de la LJCA, 
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siendo estos, el agotamiento de la vía administrativa2

y el plazo para deducir pretensiones. Aclarado 
lo anterior, resulta interesante señalar esa última 
habilitación legal dada por el legislador en el 
artículo 113 inciso 4º de la LPA, la cual está
en sintonía con la doctrina, pues se ha explicado
que «el silencio negativo no es equiparable
a un acto administrativo expreso. Es una mera
� cción jurídica, establecida a los solos efectos
de permitir alos interesados la interposición del
recurso administrativo o contencioso-administrativo
que resulte procedente». (Morón, 2016).

Por su parte, se ha dicho que:«(…) el silencio 
administrativo no produce un verdadero acto 
administrativo, sino que tiene por exclusiva función
“ofrecer” una � cción legal con objeto de hacer
efectivo el derecho a la tutela judicial, abriendo 
la vía de recurso, administrativo o contencioso-
administrativo, que proceda. (…) que para acudir
a la tutela judicial en el orden contencioso-
administrativo se consideraba necesario un acto
imputable a la Administración (en este caso
un acto � cticio) que sirviera de presupuesto
al proceso contencioso-administrativo» (Casado, 
Eduardo Gamero; Severiano Fernández Ramos).

Lo anterior, cobra relevancia porque el articulo 4 de 
la LJCA, establece que en la jurisdicción contencioso 
administrativo, podrán deducirse pretensiones que 
se deriven de los actos expresos, tácitos y presuntos. 

Entonces, «(…) el silencio negativo debería 
considerarse como un presupuesto procesal más, 
junto al acto administrativo, que exige la legislación 
para acceder a la jurisdicción en determinados 
casos de inactividad (…)» (Cudolà, 2001). 

Lo argumentado, por el profesor Vicenç Aguado 
I Cudolà, es interesante, ya que, al con� gurase 
los efectos negativos del silencio administrativo, 
se presupone por ministerio de ley la permisión 
al administrado para ejercer sus acciones legales 
ante la jurisdicción contencioso administrativa, 
constituyéndose en un mecanismo asegurador 
2El artículo 131 de la LPA, establece que “(…) La vía administrativa se entenderá 
agotada, según el caso, con el acto que pone � n al procedimiento respectivo o con el 
acto que resuelva el recurso de apelación, independientemente de que el mismo deba 
ser conocido por el superior jerárquico o por otro órgano previsto por el legislador; 
o con el que resuelva cualquier medio impugnativo que inicialmente deba resolver el 
superior jerárquico, cuando dichos recursos sean previstos en Leyes Especiales (…)”.

para acudir al acceso a la justicia, según el caso en 
particular. Por tanto, es destacable el reconocimiento 
legal otorgado en el artículo 113 inciso 4º de la LPA, 
para que el administrado acceda a la vía contencioso 
administrativa, a � n de poder presentar su acción 
legal mediante: demanda —de conformidad con los 
artículos 24, 25 y 34 de la LJCA— o aviso de demanda 
—según lo regulado en los artículos 24, 25, 26 y 
27 de la misma ley—. Este acceso a la jurisdicción, 
garantiza el ejercicio del derecho a la tutela judicial 
efectiva, permitiendo que la causa del interesado, sea 
revisada conforme al principio de legalidad y bajo 
la protección de la sede jurisdiccional competente 
en atención a los cauces procesales de la LJCA.

6.2. Análisis jurisprudencial.
Antes de la entrada en vigor de la LPA, la Sala de lo 
Contencioso Administrativo ya se había pronunciado 
sobre la relevancia jurídica del silencio administrativo 
en sentido negativo. En consecuencia, resulta 
pertinente retomar diversos pasajes jurisprudenciales 
emitidos con anterioridad a la vigencia de la LPA, 
a � n de comprender de mejor manera el tema 
en estudio desde un punto de vista procesal y su 
impacto en el acceso al ámbito jurisdiccional. 

En ese orden, la � nalidad que persigue la � gura del 
silencio administrativo en sentido negativo«(…) es 
posibilitar el control jurisdiccional de la actividad 
omisiva de la Administración (…) Es así, que por 
constituir la denegación presunta una � cción de 
efectos procesales(…) sólo puede con� gurarse cuando 
lo solicitado a la Administración pueda generar la 
emisión de un acto administrativo impugnable» 
(Sala de lo Contencioso Administrativo, proceso 
271-2009, 24/FEB/2014) El resaltado es propio.

En suma, «[a]nte una eventual actitud de inacción 
por parte de la Administración Pública frente a la 
petición de un administrado, el legislador ha previsto 
la � gura del silencio administrativo, la cual permite 
deducir de la actitud silente de la Administración un 
acto � cticio de existencia únicamente procesal, 
para efecto de brindar al solicitante la oportunidad 
de intentar acción contencioso administrativa» 
(Sala de lo Contencioso Administrativo, proceso 
310-M-2004, 07/SEP/2007) el resaltado es propio.
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Además, «[e]l legislador ante una eventual actitud de 
inacción por parte de la Administración Pública frente 
a la petición de un administrado, ha previsto en la Ley 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa la � gura 
del silencio administrativo, la cual permite deducir de 
la actitud silente de la Administración, un acto � cticio 
de existencia únicamente procesal, para efecto de 
brindar al solicitante la oportunidad de intentar acción 
contencioso administrativa» (Sala de lo Contencioso 
Administrativo, proceso 115-2005, 06/NOV/2008).  

De la jurisprudencia citada, se puede colegir dos ideas 
principales, la primera es que la � gura del silencio 
administrativo en sentido negativo, posibilita el acceso 
al control judicial sobre los posibles perjuicios que 
se puedan derivar de actuaciones u omisiones de la 
administración pública; y, la segunda es que dicha � gura 
era catalogada como una � cción legal “acto � cticio” para 
efectos procesales. En consecuencia, la jurisprudencia 
citada de la Sala de lo Contencioso Administrativo 
está en sintonía con el verdadero sentido preceptuado                             
—posteriormente— en el artículo 113 inciso 4º de la LPA.

Mismo análisis jurídico se mantiene actualmente, al 
indicarse que el silencio de la Administración Pública 
ante la omisión de resolver el recurso de apelación por 
regla general produce el efecto negativo presunto; 
sin embargo, a � n de propiciar su impugnación en la 
jurisdicción contencioso administrativa, se con� gura, 
por � cción legal, un acto denegatorio presunto, 
que se enmarca dentro de los actos administrativos 
impugnables previstos en el artículo 4 de la LJCA. 
(Cámara Primera de lo Contencioso Administrativo, 
proceso 00025-23-ST-COAP-1CAM, 24/OCT/2023).

De lo anterior se comprende que, ante la inactividad del 
funcionario o de la administración pública competente 
para resolver los procedimientos iniciados a petición 
del interesado —en los supuestos contemplados en 
el artículo 113, inciso 2°, numerales 1ª, 2ª, 3ª, y 4ª de 
la LPA—, se con� gura una “� cción legal”, la cual, 
por su naturaleza, no es expresa sino presunta en 
sentido negativo. Esta omisión, ya sea por la falta de 
resolución o por la ausencia de su debida noti� cación, 

debe ntenderse, a juicio personal, como una garantía3

procesal que habilita el acceso jurisdiccional.
Así, una vez con� gurado los efectos negativos del 
silencio administrativo y en el supuesto de que con 
ello se agote la vía administrativa —artículos 24 de 
la LJCA en relación con los artículos 124 y 131 de 
la LPA—, el administrado estará habilitado para 
interponer la demanda correspondiente dentro del 
plazo previsto en el artículo 25, literal b) de la LJCA.

6.3. Estudio de un caso relevante, según la concepción 
del precedente judicial. 

La Cámara Primera de lo Contencioso Administrativo 
con residencia en el distrito de San Tecla, 
departamento de La Libertad Sur, departamento 
de La Libertad, en un caso relevante en cuanto 
al estudio aquí analizado, sostuvo lo siguiente:

«(…) En conclusión, esta Cámara tomando en 
consideración la doctrina, jurisprudencia y el derecho 
comparado, considera que, entre varias interpretaciones, 
se debe escoger la interpretación más garantista y 
favorable, desde el punto de vista del principio pro actione, 
acceso a la jurisdicción y atendiendo a la naturaleza de 
la teoría del silencio administrativo en sentido negativo; 
cuando se genera un silencio administrativo en dicho 
sentido, existen las posibles consecuencias jurídicas: 
(i) por � cción legal se entiende que existe un acto 
denegatorio presunto con efectos procesales que habilita 
al administrado para interponer recursos administrativos 
o accionar la jurisdicción contencioso administrativa; (ii) 
o, en su defecto, queda a discreción del administrado no 
utilizar los medios impugnativos habilitados y esperar 
a que se emita un acto administrativo expresa, que 
habilita el plazo establecido en el art. 25 letra a) de la 
LJCA para impugnarlo; o (iii) que posteriormente a 
la impugnación del silencio administrativo negativo, 
3 Relevante destacar la postura escrita por el profesor José Araujo Juárez al sostener que el silencio 
administrativo negativo desde la óptica de una garantía; explicando lo siguiente: «la doctrina 
(BREWER-CARÍAS) propuso valorar el silencio negativo como una garantía y no como una 
carga cuya regulación busca solucionar los problemas derivados del incumplimiento por parte 
de la Administración pública de su deber legal de resolver y noti� car. En efecto, por cuanto 
la denegación no se produce automáticamente, se faculta a la persona para optar entre: (a) 
Aguardar que la Administración pública cumpla efectivamente con su deber legal, en cuyo caso 
no comienza a correr plazo alguno. (b) O interponer el recurso que corresponda, a pesar de que 
el acto administrativo no fue dictado. Por tanto, si es una técnica de garantía que se traduce en un 
bene� cio para la persona, del simple hecho que opte por aguardar que resuelva la Administración 
pública jamás podría derivar (…) perjuicio alguno para ella en el plano de los derechos 
materiales puestos en juego en una determinada relación jurídica procedimental» 
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se emita un acto administrativo expreso, que puede 
ser acumulado a su pretensión en sede judicial (…)».

«(…) Dicha interpretación cumple una � nalidad de 
vital importancia, en el sentido de no dejar exento de 
control de legalidad ninguna actuación u omisión de la 
Administración pública, y de evitar dilaciones indebidas 
en perjuicio del administrado que impida el control de las 
actuaciones u omisiones de la Administración pública; en 
otras palabras, tal como se abordó previamente, el acto 
presunto es una � cción legal de consecuencias procesales, 
con el objetivo de amparar a los particulares el ejercicio 
de la acción contenciosa administrativa a través de los 
órganos jurisdiccionales con la competencia respectiva 
para ello como garantía de la tutela efectiva de los 
derechos de los administrados en contra de las omisiones 
incurridas por la Administración pública. (…) Ese ese 
orden, la interpretación del Juez A quo es contraria a 
la efectividad del derecho a la tutela judicial efectiva» 
(Cámara Primera de lo Contencioso Administrativo, 
proceso 00046-24-ST-COAP-1CAM, 31/MAY/2024).

Con sustento en lo anterior, la referida Cámara 
revocó el auto de� nitivo emitido por el Juzgado 
Segundo de lo Contencioso Administrativo con 
sede en la ciudad de Santa Tecla, hoy distrito 
de Santa Tecla, municipio de La Libertad Sur. Y 
ordenó realizar el examen liminar de la demanda. 

Del anterior caso, se puede comprender la 
trascendencia del estudio realizado en torno a 
la � gura del silencio administrativo en sentido 
negativo y el nexo que tiene en cuanto al acceso 
a la jurisdicción contencioso administrativa.

En síntesis, según las particularidades de los casos 
jurídicos que surjan es importante recalcar la
habilitación legal que posee el administrado de acudir
a la vía Contencioso Administrativo es totalmente 
opcional, dado que, i) según el principio dispositivo 
—artículo 6 del Código Procesal Civil y Mercantil, 
de aplicación supletoria al proceso contencioso 
administrativo según el artículo 123 de la LJCA— es 
el demandante quien tienen la disponibilidad de su 
pretensión; y por otra parte, ii) el administrado puede 
esperar a que el funcionario o la administración pública 
competente resuelva la solicitud o procedimiento 

iniciado a petición del interesado, porque según el 
artículo 112 inciso 1° de la LPA, la administración 
pública no podrá abstenerse de resolver un asunto de 
su competencia con el pretexto de vacío u oscuridad en 
las disposiciones legales aplicables o en las cuestiones 
que se susciten en el procedimiento; es decir, la 
administración pública está obligada a resolver conforme 
al ordenamiento jurídico del derecho administrativo 
en general, con especial relevancia a los principios 
de legalidad, celeridad y buena administración.

7. Conclusión. 
Como puntos � nales, se pueden destacar los siguiente: 
El análisis jurídico realizado en torno a los efectos 
negativos del silencio administrativo reforzado 
mediante el estudio de los artículos 113, incisos 
2º, 3º y 4º, de la LPA, los cuales permiten delimitar 
claramente los efectos que se con� guran esta � gura.
Asimismo, se destaca el carácter garantista del silencio 
administrativo en sentido negativo, concebido 
como una herramienta de naturaleza procesal 
que habilita al administrado para acceder a la 
jurisdicción contencioso administrativa, conforme a 
lo establecido en el artículo 25 letra b) de la LJCA, en 
concordancia con el artículo 113, inciso 4º de la LPA.

Finalmente, se destaca el caso relevante resuelto 
por la Cámara Primera de lo Contencioso 
Administrativo, cuya valoración permitirá al lector 
vincular los criterios jurisprudenciales emitidos con 
los planteamientos doctrinales aquí desarrollados.

Con base en todos los elementos analizados, se puede 
concluir que el silencio administrativo en sentido 
negativo no solo representa una � cción legal, sino 
también una garantía procesal de vital importancia 
para el administrado. El estudio detallado de los 
artículos 113 de la LPA y 25 literal b) de la LJCA, 
permite constatar que dicha � gura actúa como un 
enlace entre la inactividad formal administrativa y 
la posible activación de la jurisdicción contencioso 
administrativa, en caso el interesado lo desee, ya que, 
es de recordar que conforme al principio dispositivo 
es éste quien ostenta la disponibilidad de la pretensión 
—artículo 6 del Código Procesal Civil y Mercantil 
de aplicación supletoria al proceso contencioso 
administrativo según el artículo 123 de la LJCA—.
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A su vez, la incorporación del caso resuelto por la 
Cámara Primera de lo Contencioso Administrativo, 
robustece la interpretación realizada en este trabajo, 
brindando un broche integral sobre la función 
garantista y habilitante del silencio administrativo 
para que las personas que aducen un agravio frente 
a las actuaciones u omisiones de la administración 
pública, acudan conforme a la jurisdicción contencioso 
administrativo, dado que, ésta es la competente como 
conocer sobre las pretensiones que se deriven de 
las actuaciones u omisiones de la Administración 
Pública sujetas al derecho administrativo; ya que, la 
potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en esta 
materia corresponde a los Jueces de lo Contencioso 
Administrativo, a las Cámaras de lo Contencioso 
Administrativo y a la Sala de lo Contencioso 
Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, según 
lo dispuesto en el artículos 172 de la Constitución de la 
República y 1 de la LJCA, potenciándose así el derecho 
a la tutela judicial efectiva como derecho fundamental 
que poseen las personas naturales y jurídicas.  
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EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO.
¿SOLUCIÓN O PROBLEMA EN LOS PROCESOS 
JUDICIALES?

Introducción:
 Mucho se habla en los procesos penales de la 
aplicación del procedimiento abreviado, llamado por 
algunos como “condena sin juicio”. Esta a� rmación 
resulta interesante, si se analiza desde una perspectiva 
eminentemente práctica, ya que la actividad judicial 
nos ha venido enseñando que esta institución jurídica se 
presenta como un mecanismo efectivo para: a) reducir la 
mora judicial; b) lograr un mayor número de condenas; 
y c) que la persona declarada responsable obtenga 
un bene� cio a cambio de aceptar su responsabilidad 
en el delito por el que se declara responsable.

 Ahora bien, las a� rmaciones arriba consignadas 
no deben originar que el procedimiento abreviado 
se interprete pragmáticamente como un equivalente 
a fallo condenatorio. Posiblemente esto resulte 
contradictorio, pues resulta difícil de imaginar que 
alguien que acepta la responsabilidad en el delito 
que se le atribuye pueda, pese a esa aceptación, 
resultar absuelta por el delito que se le imputó.

Planteamiento del problema:
¿Existe la posibilidad que en un proceso 
penal en el que se aplica el procedimiento 
abreviado exista un fallo absolutorio? 
La pregunta que antecede es sumamente importante; 
pero no es la única que cabe formularse, a ella 
podemos agregar, por lo menos las siguientes: 

1) ¿Rompe el principio de congruencia o las reglas 
de la sana critica emitir un fallo absolutorio en un 
procedimiento abreviado?
2) ¿Tiene capacidad el juez para separarse de los 
acuerdos a los que llegaron las partes?
3) De ser a� rmativa la anterior ¿hasta dónde llega 
esa capacidad?

A continuación, de una forma bastante breve se tratará 
de abordar cada una de esas interrogantes, analizando de 
la manera más crítica posible las posiciones doctrinarias 
y, particularmente, la legislación salvadoreña1 a partir de 
lo cual se formularán las propuestas correspondientes.

Desarrollo:
 Conviene iniciar el desarrollo del presente ensayo 
con una muy breve referencia al derecho penal, que 
podemos de� nir como: “[…] la rama del saber jurídico 
que, mediante la interpretación de las leyes penales, 
propone a los jueces un sistema orientador de decisiones 
que contiene y reduce el poder punitivo, para impulsar 
el progreso del estado constitucional de derecho”2.

De la de� nición antes citada se desprenden elementos 
que, analizados uno por uno, permiten dotar de 
contenido esa de� nición. No es indispensable la 
descripción de cada elemento de la de� nición; pero 
sí resulta necesario su enunciación. Así tenemos3:

a) Se trata de una rama del saber jurídico
b) Como de� nición es una limitación y, por tanto, 
un acto de poder.
c) La contención y reducción del poder punitivo, 
plani� cada para el uso judicial por el derecho penal, 
impulsa el progreso del estado de derecho.
d) El estado de derecho es el que somete a todos los 
habitantes a la ley y se opone al estado de policía. 
e) El estado de derecho contiene los impulsos del 
estado de policía que encierra, en la medida en que 
resuelve mejor los con� ictos y, en consecuencia, 
provee mayor paz social.
f) Todo saber se mani� esta como un proceso en 
el tiempo.

1Ello en atención a que es El Salvador el país donde resido y me desempeño como servidor judicial. 
No obstantes, las referencias doctrinarias resultan aplicables para el proceso penal salvadoreño
2Za� aroni, Eugenio Raúl/ Alagia, Alejandro/ Slokar, Alejandro. Derecho Penal. Parte General. Pág. 5.
3Para una lectura más amplia de los elementos que integran la de� nición de derecho penal ver: 
Za� aroni y otros. Op.Cit. Págs. 5-6.
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Expuesto lo anterior, conviene centrarse en analizar 
si por medio del procedimiento abreviado se traslada 
a la persona imputada la responsabilidad del Estado 
de: primero, desde la perspectiva de la Fiscalía,
proporcionar los elementos de prueba que sirvan para 
construir un fallo de condena; y, segundo, desde la 
perspectiva judicial, de someter a un proceso de valoración 
probatoria de acuerdo con las reglas de la sana crítica, la 
totalidad de los elementos de convicción presentados.

Con lo indicado en el párrafo que antecede, sólo se 
pone sobre la discusión el tema si en la praxis debe 
interpretarse el procedimiento abreviado como un 
sinónimo de fallo condenatorio. Para el caso, al menos en 
El Salvador, el legislador, aunque de una forma bastante 
laxa dejó abierta la posibilidad de que en el procedimiento 
abreviado pueda pronunciarse un fallo absolutorio.

La normativa salvadoreña4 establece una serie de 
requisitos formales que deben veri� carse para la 
aplicación del procedimiento abreviado:

1) Que la solicitud se presente antes de la fase de 
incidentes de la vista pública 
2) Que el � scal solicite la aplicación de cualquier 
modalidad del régimen de penas previsto 
3) Que el imputado con� ese el hecho objeto de 
la imputación y consienta la aplicación de este 
procedimiento. 
4) Que el defensor acredite que el imputado ha 
prestado su consentimiento libremente.
5) El consentimiento de la víctima, y si ésta ha 
querellado, bastará el de su abogado. En caso de 
negativa5, el juez apreciará las razones expuestas, 
pudiendo llevar adelante el procedimiento 
abreviado aún sin el consentimiento de la víctima o 
del abogado que la representa en la querella.

Además, la misma disposición legal determina el 
régimen de penas que pueden ser acordados entre 
Fiscal y defensor:

a) La aplicación desde la tercera parte del mínimo 
hasta el mínimo de la pena de prisión prevista para 
el delito imputado.

4Código Procesal Penal. Art. 417
5Espero en otra oportunidad analizar con mayor detalle esta decisión legislativa, que en cierta 
medida excluye a la víctima, parte agraviada por la comisión del delito, de tener un pronunciamiento 
activo en la aplicación del procedimiento abreviado. No es éste el momento para ello.

b) La solicitud de penas distintas a la prisión 
cuando el delito tenga prevista penas conjuntas o 
alternativas. 
c) La reducción a la mitad del mínimo de las penas 
de arresto de � n de semana, arresto domiciliario o 
de la pena de multa.

Lo importante y que al parecer ha pasado desapercibido 
es lo establecido en el párrafo 7° del Art. 418 del 
mismo Código: “En caso de condena, la pena 
impuesta no podrá superar la requerida por el � scal”.

Esta a� rmación, sin decirlo de una forma expresa deja 
abiertas, por lo menos, dos posibilidades: Primero, 
la posibilidad de un fallo absolutorio6; y, segundo, la 
posibilidad de un fallo de condena que sea inferior 
al acuerdo a que llegaron Fiscalía y el defensor .
Pues bien, comenzaremos con la a� rmación de 
que todo fallo de responsabilidad penal debe 
estar fundamentado, de manera insoslayable 
en dos circunstancias que, aunque se pueden 
individualizar, están estrechamente relacionadas:

Primero, el material probatorio debe ser considerado 
como la plataforma sobre la que se construyen las 
decisiones judiciales y como tal no debe entenderse en 
ningún caso la existencia de circunstancias habilitantes 
que permitan prescindir de la prueba o casos 
excepciones en los que se permita un estándar de prueba 
reducido cuando se trate de la confesión del imputado.

No puede obviarse que muchas voces en espacios 
académicos señalan que en el procedimiento abreviado 
existe una coacción disfrazada. Esto es así por7que el 
imputado se ve ante dios escenarios posibles: el primero 
en el que puede enfrentar una pena de hasta veinte 
años por el delito de homicidio simple8 ; y el segundo 
que la pena sea de diez años si con� esa los hechos.

Aquí es donde muchos ven esa coacción maquillada, 
ya que, si bien no es obligado a declarar contra sí 
mismo, no puede negarse que la idea de que sea posible 
que la pena de prisión que reciba si no con� esa sea 
del doble, en alguna medida genera alteraciones en 
la psique y puede llegar a contaminar su voluntad.

6Lo que se colige cuando el legislador empleó la expresión “en caso de condena”
7En este punto, como más adelante se expondrá, se comparte la tesis presentada 
por Adrián N. Martín en: El rechazo del juicio abreviado o la homologación 
automática: una falsa disyuntiva en un contexto de reformas procesales.
8Art. 128 Código Penal salvadoreño
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De ahí que resulte acertada la a� rmación en el sentido 
que: “[…] buena parte de los temores acerca del impacto 
de los procedimientos consensuales en la condena 
de inocentes se ha basado en su potencial carácter 
coercitivo. Este surgiría principalmente de la amenaza 
de imposición de penas signi� cativamente altas que 
podrían realizar los � scales en caso de no aceptarse la 
negociación y ello lleva a personas inocentes a preferir 
declararse culpables que correr el riesgo de ir a un juicio en 
que los resultados podrían ser de mucha gravedad […]”9.

Con lo anterior, reitero, queda al menos sobre la 
discusión la posibilidad que la praxis judicial degenere 
una institución procesal como el procedimiento 
abreviado y se convierta en una herramienta capaz de 
ejercer una coacción maquillada sobre las personas 
procesadas, a quienes se les puede sutilmente instalar 
la idea de que el menor de los males sea aceptar 
una condena breve por un delito que no se cometió.

Poder evitar una situación como la que se expone, 
las soluciones posibles son dos: Una, que sea el 
legislador quien de una forma expresa incluya en 
la ley una disposición expresa en la que establezca 
que el acuerdo de procedimiento abreviado no 
podrá interpretarse como el pronunciamiento 
de un fallo condenatorio de forma automática.

La segunda, que sea el desarrollo jurisprudencial 
el que se encargue de establecer, sobre la base de 
la aplicación de principios generales del proceso 
penal, que la confesión del imputado no puede 
ni debe sustituir al material probatorio y esto 
adquiere especial importancia al delito que se trate. 

Para el caso, el Código Penal de El Salvador, tipi� ca en 
el Art. 143 el delito de Lesiones graves: “Las lesiones 
se consideran graves si producen incapacidad para 
atender las ocupaciones ordinarias o enfermedad por 
un período mayor de veinte días10, habiendo sido 
necesaria asistencia médica o quirúrgica. En estos casos 
se impondrá la pena de prisión de tres a seis años”.
9M. Duce Julio “Los procedimientos abreviados y simpli� cados y el riesgo 
de condenas erróneas en Chile: resultados de una investigación empírica.
10Negrita y subrayados son propios.

Sólo como un ejercicio académico podríamos 
ubicarnos en un caso en el que se impute este delito 
y el encartado con� ese los hechos, el problema 
práctico se presentaría ante la ausencia de un peritaje 
que sea capaz de establecer el período de curación. 
Obviamente una confesión solamente podría 
referirse a los hechos; pero no tendría el alcance 
su� ciente para “reemplazar” un dictamen pericial.

Pasado lo anterior, podemos concluir preliminarmente 
que el procedimiento abreviado no puede ser 
interpretado desde la praxis como una fórmula 
automática para producir fallos condenatorios, 
pues, además de lo que ya se expuso, queda analizar 
la lesión que una a� rmación en esos términos 
supondría para una de las garantías fundamentales 
del estado de derecho: la independencia judicial.

La independencia judicial, tratándose de 
procedimientos abreviados corre el riesgo de 
verse seriamente comprometida, pues parece por 
momentos que la labor de decidir encomendada 
a los jueces puede eventualmente desaparecer por 
el acuerdo al que hayan llegado las partes técnicas.

De esta forma se pretende erróneamente despojar 
al juez de su tarea intelectiva para convertirlo en 
alguien que simplemente se limite a homologar 
el acuerdo alcanzado por los abogados litigantes.

Los planteamientos antes referidos ya han sido 
abordados por el Maestro Adrián N. Martín: “[…] 
Se señala generalmente que los tribunales no 
están obligados a dictar una sentencia que recepte 
favorablemente todos los puntos acordados en un 
avenimiento o juicio abreviado, como si se tratara de 
una mera homologación de un acuerdo privado […]” 11.

Sobre la a� rmación del párrafo que antecede se puede 
destacar que las posibilidades de que el juez se separe 
del convenio son reales y tienen que ver no solo con la 
consecuencia procesal directa, es decir, el fallo acordado.

11Adrián N. Martín. Op. Cit
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La sola posibilidad del rechazo del convenio12, 
como ya se dijo, no sólo tiene una interpretación 
posible, sino que partiendo del hecho que este 
convenio debe reunir una serie de requisitos 
exigidos por la ley, el pronunciamiento de rechazo 
o separación puede darse de las siguientes formas:

1° El juez, pese a la confesión y al convenio, emite un 
fallo absolutorio.
Puede suceder que, pese a la existencia de un 
convenido, el juzgador considere que, al realizar 
un proceso de valoración de valoración de acuerdo 
con las reglas de la sana crítica, no es sostenible 
probar más allá de toda duda razonable la existencia 
del delito y la intervención activa13 del procesado.

De esta forma se dota de mayor seguridad a la 
resolución judicial que se pronuncie, pues se asegura 
a los gobernados que toda decisión judicial que 
se pronuncia de forma de� nitiva en un proceso 
penal, será resultado de la valoración integral de 
la prueba que para tal efecto haya sido admitida14.

2° El juez rechaza el convenio presentado, por 
considerar que la información aportada por el 
imputado no constituye una confesión.
Este punto tampoco puede pasar inadvertido, el 
requisito legal es que el imputado con� ese los 
hechos objeto de la imputación15. Esto exige, 
primero, tener claridad sobre los hechos objeto 
de la imputación, ya que la confesión debe versar 
especí� camente sobre ellos y no sobre ningún otro.

Segundo, que la información que el encartado 
proporcione constituya un reconocimiento claro, 
expreso y determinante de haber intervenido 
activamente en el delito que se le atribuye. De modo 
que, si al momento de intervenir en el juicio oral el 

12Particularmente estoy de acuerdo con el término empleado, ya que ubica al acuerdo en la 
justa dimensión que erróneamente se le ha pretendido imponer, que es la de un acuerdo entre 
particulares (aunque el Fiscal sea un funcionario del Estado y eventualmente puede formar 
parte del acuerdo un defensor público) y que por tal debe imponerse al criterio del juez e incluso 
que se prescinda del proceso intelectivo sobre la prueba y las disposiciones legales aplicables.
13Pre� ero este término, usado por Creus, pues abarca tanto los supuestos de autoría como de 
participación.
14Sobre este particular incluso debe destacar que la admisión de la prueba se produce en 
una etapa procesal previa a la del juicio; de ahí que la posterior confesión que pudiere 
rendir el imputado, no puede generar una suerte de inadmisibilidad sobrevenida 
o inadmisibilidad por efecto cascada. Si hay otros elementos de prueba, que debe 
haberlos, deben ser valorados en el mismo proceso intelectivo que la confesión.
15Art. 417 Código Procesal Penal salvadoreño.

imputado verbaliza información que lejos de constituir 
una confesión proporciona elementos de descargo, 
el procedimiento abreviado no debería autorizarse y 
deberá seguir el proceso penal con su trámite ordinario.
Con este apartado en particular se garantiza el 
derecho de las víctimas al acceso a la justicia, 
pues se veda cualquier posibilidad de que el 
imputado de forma maliciosa interprete el 
procedimiento abreviado como un mecanismo 
que le permita desvincularse de la imputación.

En ningún momento se presenta una contradicción 
con lo ya expuesto, pues las situaciones fácticas no 
son las mismas. Previamente se concluyó que, pese 
a la confesión, pueda emitirse un fallo absolutorio 
en el procedimiento abreviado, porqueal momento 
de valorar la totalidad de la prueba, no fue posible 
romper la presunción de inocencia más allá de toda 
duda razonable.

Lo que en esta oportunidad se a� rma es que ni 
siquiera se analizará la posibilidad de absolución, 
ya que la confesión es un requisito legal de 
procedencia del acuerdo o, dicho en otros términos, 
la autorización del procedimiento abreviado está 
supeditada a veri� car que la información que se 
incorpora por el encartado es una aceptación de los 
hechos y no un elemento de prueba de descargo.

Si es el último de los casos, obviamente 
faltaría uno de los requisitos legales y el 
procedimiento abreviado no deberá autorizarse.

3° Que el juez, admita el procedimiento abreviado, 
emita un fallo condenatorio; pero imponga una pena 
inferior a la acordada por las partes.

Quizá sea este el supuesto más extraño o inusual; 
pero no por ello deja de ser posible por ciertas 
razones. La primera de ellas es que, también por 
disposición legal el régimen de penas que debe 
formar parte del acuerdo está supeditado a un 
mínimo y máximo abstractos, que el acuerdo se 
encarga de � jar en concreto para el caso en particular.

Sin embargo, también puede darse el caso hipotético 
en el que el imputado rinda una confesión que 
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efectivamente es tal; que, además, el contenido de esa 
confesión puede corroborarse por el resto del caudal 
probatorio; pero, que el acuerdo al que las partes llegaron 
sobre la pena a imponer sea rechazado por el juzgador.

Los motivos de rechazo podrían ser: No respetar 
los límites mínimo o máximo establecidos por el 
legislador. Ya se dijo que, en el caso de El Salvador, 
el Art. 417 del Código Procesal Penal establece 
cuál es el régimen de penas que puede ser acordado 
para el procedimiento abreviado. Empero, existe 
la posibilidad que el acuerdo se establezca por 
debajo del mínimo o que supere el máximo.

En el primero de los supuestos no habría mayor 
inconveniente, toda vez que los abogados, 
como parte del acuerdo, expusieran las razones 
particulares por las que decidieron que la pena 
sea inferior al mínimo legal establecido16, esto 
habilitaría siempre un control por parte del juez 
sobre el criterio desarrollado en el convenio.

En el segundo, se advierte un mayor grado de 
complejidad, pues puede darse el caso que, producto 
de esa coacción maquillada, el imputado17 incluso 
acepte cumplir una pena superior a la que legalmente 
le correspondería en un procedimiento abreviado. 
Aquí la situación se vuelve todavía más compleja, 
pues las posibles decisiones judiciales podrían ser: 

a) No autorizar el procedimiento abreviado y ordenar 
que el proceso continúe con el trámite ordinario.
b) Autorizar parcialmente el procedimiento abreviado, 
sólo en cuanto al acuerdo de responsabilidad penal; 
mas no en lo que se re� ere a la pena a imponer y 
dictar la que corresponda, respetando los pisos y 
techos legalmente establecidos.

Decantarse por el primero de los supuestos, podría 
ser considerado lesivo para el imputado, pues 
será el juez quien decida colocar al imputado en 
una situación en la que eventualmente podría 
recibir una sanción más grave que a acordada.

16Aquí podríamos citar como ejemplo una valoración sobre la escasa lesividad de la 
conducta, advertir la existencia de circunstancias atenuantes de la responsabilidad 
penal y que por ello fueron tomadas en cuenta al formular el acuerdo, la 
ausencia de antecedentes del imputado, circunstancias personales, entre otras.
17Al margen de la responsabilidad en la que podría incluir el defensor al aceptar un acuerdo en 
esos términos.

Particularmente me decanto por la segunda 
posibilidad, ya que en principio el acuerdo de 
responsabilidad se mantiene y la variación se 
produce sobre un aspecto que podría considerarse 
accesorio, como es la determinación de la pena. 
Cabe agregar que con esta posibilidad se robustece 
la posición del juez como director del proceso 
y contralor de las actuaciones de las partes.

Conclusiones:
No. 1. El procedimiento abreviado no puede ni debe ser 

interpretado como una fórmula que permita la 
emisión de sentencias condenatorias de forma 
automática.

No. 2. Como institución procesal, el procedimiento 
abreviado se encuentra sometido al control 
judicial, veri� cando que se cumplan los 
requisitos legalmente establecidos.

No. 3. La confesión rendida por el imputado no puede 
ser interpretada como una eximente para el juez 
de su obligación de valorar la prueba.

No. 4.  Como consecuencia de lo anterior el 
procedimiento abreviado puede ser rechazado 
por el juez si no cumple los requisitos que la ley 
establece.

No. 5. De igual forma, pese a autorizarse el procedimiento 
abreviado, existe la posibilidad de emitir un fallo 
absolutorio como consecuencia del proceso de 
valoración probatoria.
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LA TERCERIA DE DOMINIO EN EL DERECHO PROCESAL 
CIVIL Y MERCANTIL SALVADOREÑO

• Resumen
El presente artículo analiza la � gura de la tercería 
de dominio en el derecho procesal civil y mercantil 
salvadoreño, como un mecanismo procesal que 
permite a terceros ajenos a un proceso ejecutivo o 
de ejecución forzosa, oponerse a embargos sobre 
bienes que alegan ser de su propiedad. Se examina 
su fundamento legal en el Código Procesal Civil y 
Mercantil (CPCM), su naturaleza incidental, y los 
requisitos procesales y probatorios exigidos para 
su admisión. Asimismo, se revisa la jurisprudencia 
relevante de la Corte Suprema de Justicia, que ha 
per� lado criterios sobre la legitimación activa del 
tercerista, la validez de títulos no inscritos y los efectos 
de la resolución que decide la tercería. El estudio 
concluye que, aunque la regulación normativa es clara, 
su aplicación práctica requiere mayor uniformidad 
y capacitación judicial para garantizar la tutela 
efectiva de los derechos de los terceros afectados.

• Palabras Clave
Tercería de dominio, Derecho procesal civil, 
Embargo, Ejecución forzosa, Código Procesal 
Civil y Mercantil, Jurisprudencia salvadoreña

• Introducción
En todo proceso generalmente una sentencia va 
afectar a los que intervienen como actor o demandado, 
ya que son ellos los que pueden verse perjudicados 
o aprovechados. No obstante ello las relaciones 
jurídicas son complejas con frecuencia, puesto que 
la litis puede llegar a afectar derechos de terceros, 
que se ven así vinculados a un proceso en el que no 
han intervenido y de cuya sentencia puede derivarles 
un perjuicio. Es así que se da la promoción de una 
tercería, y el actor en ella, es persona distinta de las 
partes intervinientes en un determinado proceso, 

cuyo � n es pretender el levantamiento de un embargo 
trabado sobre un bien de su propiedad; o el pago 
preferible de un crédito con lo que se obtenga de la 
venta del bien embargado. La tercería es un medio 
de protección de terceros frente a los perjuicios que 
les va a suponer en su patrimonio la ejecución de la 
sentencia en procesos en los que no han sido partes.

• Metodología
La metodología utilizada en este artículo es de 
enfoque cualitativo, basado en el análisis doctrinal, 
jurisprudencial y normativo. Se realizó una revisión 
bibliográ� ca exhaustiva de la legislación salvadoreña, 
así como de las sentencias relevantes de la Corte 
Suprema de Justicia. El diseño de la investigación 
incluyó la comparación normativa y el análisis de 
casos especí� cos relacionados con la tercería de 
dominio. Las fuentes utilizadas incluyen legislación 
y jurisprudencia, doctrina especializada y datos 
empíricos cuando aplican. Se justi� có la selección 
de los casos y normas analizadas en función de su 
relevancia para el tema de estudio. Las limitaciones 
de la investigación se encuentran en las restricciones 
metodológicas que puedan afectar los resultados.

• Resultados
La revisión de la jurisprudencia revela que la Corte 
Suprema de Justicia ha per� lado criterios claros 
sobre la legitimación activa del tercerista, la validez 
de títulos no inscritos y los efectos de la resolución 
que decide la tercería. En particular, se ha establecido 
que para poder interponer una tercería de dominio, 
el tercerista debe invocar un derecho de propiedad 
sobre un bien determinado, indicando la apariencia 
de ser dueño, y que dicho bien se encuentre gravado 
con embargo. Además, se ha determinado que la 
afectación del tercerista no se produzca en razón de 
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haberse adquirido el bien posteriormente al embargo. 
Estos criterios han sido reforzados por sentencias 
como la dictada en el proceso con referencia 
493-CAC-2016, que establece los componentes 
necesarios para la admisión de la tercería.

• Discusión
La interpretación crítica de los resultados sugiere 
que, aunque la regulación normativa de la tercería 
de dominio es clara, su aplicación práctica requiere 
mayor uniformidad y capacitación judicial. La 
jurisprudencia ha avanzado en la consolidación 
de criterios sobre la legitimación activa del 
tercerista y la validez de títulos no inscritos, pero 
persisten desafíos en su implementación efectiva. 
Es necesario que los jueces adopten criterios más 
claros y coherentes con el derecho comparado 
para garantizar la tutela efectiva de los derechos 
de los terceros afectados. Futuras investigaciones 
podrían enfocarse en el impacto de la tercería de 
dominio en la justicia civil y mercantil, así como en 
la capacitación judicial para su correcta aplicación.

• Desarrrollo Argumentativo 
En todo proceso generalmente una sentencia va 
afectar a los que intervienen como actor o demandado, 
ya que son ellos los que pueden verse perjudicados o 
aprovechados.  No obstante ello  las relaciones jurídicas 
son complejas con frecuencia, puesto que la litis puede 
llegar a afectar derechos de terceros, que se ven así 
vinculados a un proceso en el que no han intervenido 
y de cuya sentencia puede derivarles un perjuicio.

Es asi que se da la promoción de una tercería,  y el actor 
en ella, es persona distinta de las partes intervinientes 
en un determinado proceso, cuyo � n es pretender el 
levantamiento de un embargo trabado sobre un bien 
de su propiedad; o el pago preferible de un crédito 
con lo que se obtenga de la venta del bien embargado.

La tercería es un medio de protección de terceros 
frente a los perjuicios que les va a suponer 
en su patrimonio la ejecución de la sentencia 
en procesos en los que no han sido partes

La tercería, para Jairo Parra, es una modalidad de 
la intervención que se puede denominar tercerista. 
El tercero puede concurrir al proceso con una 
pretensión propia contra el demandado, respecto 
del objeto materia de la litis, y oponible al mismo 
demandado; pero sin intención de excluirlo y con 
diferente causa petendi (tercerista simple); en cambio 
si su pretensión es incompatible con la de las partes 
originales se trata de la intervención ad excludendum.

El tercero puede intervenir de una manera principal, 
voluntaria o excluyente. Este tipo de intervención se da 
cuando un tercero se incorpora a un proceso pendiente 
a � n de interponer, frente a las partes originarias, 
una pretensión que es incompatible con la planteada 
por el sujeto activo, como ejemplos de intervención  
voluntaria o excluyente suelen citarse el caso del 
juicio en que las partes originarias discuten acerca 
de la propiedad de una cosa y el tercero interviene 
alegando ser el propietario de ella, o el del proceso 
relativo al cobro de una suma de dinero en el cual el 
tercero invoca la titularidad del crédito respectivo.

Este tipo de intervención se admite como 
excepción cuando las circunstancias 
demuestren que así lo exige un interés legítimo.

Y también se da la  Intervención obligada o coactiva, 
la cual  tiene lugar cuando a petición de cualquiera 
de las partes principales o también de o� cio por 
el juez (iussu iudicis), se dispone la citación o 
llamamiento de un tercero para que participe en 
el proceso pendiente y en la cual la sentencia que 
se dicte, puede tener efectos adversos, como es el 
caso de citar al notario que realizó una escritura, 
sobre la cual se cuestiona su validez, en un proceso 
declarativo común, con el � n de darle cumplimiento 
al art. 63 de la Ley de Notariado referente a la multa 
que se le debe imponer si la nulidad es declarada.

Las tercerías son incidentes del proceso de 
ejecución que no pueden existir sin este, sin 
cambiar la naturaleza intrínseca de tal incidente, la 
circunstancia de que la tercería de dominio tenga 
la tramitación de un juicio ordinario sin replica ni 
duplica, pues esto solo mira a la forma del juicio
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Ahora bien, en el Código Procesal Civil y 
Mercantil  se encuentra  regulado lo relativo 
a las tercerías en el artículo 637 y siguientes 
CPCM,  referente a la intervención de los terceros 
en la ejecución forzosa, prevista con carácter 
general en el art. 567, se concreta en relación a la 
ejecución dineraria con la referencia a la tercería 
de dominio y a la tercería de preferencia de pago.

En el presente artículo se hablará sobre la tercería de 
dominio. De acuerdo con los doctrinarios, la Tercería de 
dominio es una � gura procesal que permite a personas 
ajenas a la relación jurídica procesal, intervenir 
válidamente en un proceso para defender derechos 
o intereses propios, no necesariamente vinculados 
o dependientes del sustrato fáctico en disputa.

Constituye, por tanto, una cuestión incidental y una 
forma concreta de oposición a medidas ejecutivas 
concretas, ya que, a consecuencia de un embargo se ha 
afectado bienes que supuestamente no pertenecen al 
ejecutado, sino a una persona que es ajena a la ejecución.

La tercería de dominio está regulada en el art. 636 
CPCM y sig. Podrá interponerla quien a� rme ser 
dueño de un bien embargado como perteneciente al 
ejecutado, siempre que no lo hubiera adquirido de éste 
una vez trabado el embargo. Como lo indica la norma.
“también podrán interponer tercerías para el alzamiento 
del embargo quienes sean titulares de derecho que, 
por disposición legal expresa, puedan oponerse al 
embargo o a la realización forzosa de uno o más bienes 
embargados como pertenecientes al ejecutado” ob.cit.

Tercerista dice el autor José María Ascencio Mellado, 
es aquel que alega ser el titular dominical del bien 
que ha quedado afecto a la ejecución. Es un tercero 
a la misma y ajeno, pues, a la relación jurídica que 
vincula a las partes en el proceso. Por esta razón 
no se encuentra legitimado pasivamente, para ser 
un sujeto en la fase de ejecución, ya que en caso 
contrario no podría deducir demanda de tercería sino 
actuar como una de las partes en la fase de ejecución.

En ese sentido, la � nalidad de una Tercería de 
Dominio es determinar que el bien embargado no 
es propiedad del deudor sino del tercerista, a � n 

de lograr el desembargo de este, por lo que será 
importante demostrar dentro del proceso, que el 
bien embargado pertenecía al tercero desde antes 
que se trabará el embargo en contra de los bienes del 
demandado. (Art. 636 inciso 1° CPCM). La tercería, 
aunque en ella sea necesario discernir acerca de 
la propiedad del bien del tercerista, no constituye 
una acción reivindicatoria cuya � nalidad consista 
precisamente en la declaración de la propiedad.

Su objeto, y de este modo su decisión, se limita 
exclusivamente a alzar el embargo sobre la base, 
ciertamente, de la propiedad del tercerista, 
pero sin que la declaración que así lo decida 
tenga o produzca los efectos de la cosa juzgada 
material en orden a esta determinación. Ob cit.

Las tercerías de dominio puede ser planteada desde 
el momento en que se produce el embargo, es decir, 
en fase de conocimiento, pues ahí nace el interés del 
tercero desde el momento en el cual se da cuenta de 
que un bien de su propiedad se ha visto afectado, a � n 
de darle cumplimiento a la tutela jurídica. Debiendo 
entonces como consecuencia plantear la tercería 
siempre y cuando exista un proceso ejecutivo en el cual 
se decretó el embargo y se procedió a ejecutarse. Sin 
embargo, eso no signi� ca que no se puede plantear en 
la fase de ejecución, al iniciarse la ejecución forzosa.

La causa de pedir en la tercería es la alegación del 
dominio del bien embargado, por tanto, el tercerista 
deberá alegar que él es el propietario y con ello 
fundamentar su demanda en que son suyos los bienes 
embargados,  tal como se ha consignado en la sentencia 
de apelación en el proceso con ref. 48-4CM-14-A 
dictada por la Cámara Segunda de lo Civil de la Primera 
Sección del Centro, departamento de San Salvador, el 
día veintinueve de agosto de dos mil catorce, pero no se 
debe olvidar que ese dominio debe estar consolidado 
desde antes del embargo decretado y efectuado.

Ahora bien, el competente para conocer sobre el 
proceso de tercería de dominio es el juez que trabo 
el embargo, solo que se desarrollará en un proceso 
declarativo común. Este tercero ajeno al proceso 
ejecutivo debe comprobar que el bien embargado 
le pertenece, cuya base legal es el Art. 637 del C.P.C.M 
y a la vez deberá ser acompañado con un principio de
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prueba como lo regula el inc. 2° del artículo en referencia.
Como se ha expuesto, la tercería debe iniciarse por 
medio de una demanda que por competencia funcional 
se interpondrá ante el mismo Juez que esté conociendo 
del proceso principal, comenzando desde el momento 
en que se tuviere conocimiento que se ha embargado 
un bien que no pertenece al deudor; esto implica 
que habrá de seguirse en pieza separada respecto del 
proceso principal, y que habrá que presentar prueba 
del derecho de dominio en que se fundamenta.

Respecto a la legitimación para intervenir en un 
proceso de tercería de dominio, se encuentra 
regulado en el Art. 66 CPCM que establece lo relativo 
a la legitimación para intervenir como parte en un 
proceso a los titulares de un derecho o un interés 
legalmente reconocido en relación con la pretensión, 
y  se menciona al tercero en su inciso segundo, 
de igual forma el Art. 155 de la misma normativa 
hace alusión a las Tercerías y Oposiciones. El Inc. 
4° del citado artículo dispone que, si se tratare de 
tercería de dominio u otros derechos reales sobre 
un bien embargado, o se fundara en su posesión 
se resolverá por los tribunales de El Salvador y de 
conformidad con sus leyes, es por ello que el tercero 
tiene legitimidad para intervenir en un proceso.

Es importante hacer hincapié sobre el principio de 
prueba que debe ser aportada para fundamentar 
la pretensión de tercería, esto exige atender a lo 
que es la llamada prueba semi plena o principio de 
prueba,  que hacen referencia a la mera probabilidad 
o verosimilitud y el juez no puede prejuzgar el fondo 
del asunto,, ya que el momento para ello será cuando 
se deba decidir si es o no procedente la tercería,  en 
el Código de Procedimientos Civiles derogado, se 
establecía que para que la tercería fuera procedente 
debía fundamentarse en instrumento inscrito, es 
por ello que cuando se interpusieron tercerías con 
el Código Procesal Civil y Mercantil, los jueces y los 
tribunales de alzada siempre exigían la inscripción 
del título para que la tercería fuera admitida.

Es por ello, que en la Sentencia de Casación con ref. 
493-CAC-2016 dictada el día veintiocho de abril de dos 
mil diecisiete, se establece que para  poder  interponer  
una  tercería  de  dominio,  se deben tomar en cuenta 

ciertos  componentes  que  deben presentarse, tales 
como: a) invocación de un derecho de propiedad 
sobre un bien determinado, indicando la apariencia 
de ser dueño, b) que dicho bien, se encuentre gravado 
con embargo; c) que  la  afectación  del  tercerista,  
no  se  produzca  en razón  de  haberse  adquirido  
el  bien posteriormente al embargo; y d) entre otros.

Continua diciendo la referida sentencia, “..En cuanto 
a dichos componentes, el tercerista interviene 
oponiéndose a la realización en favor del ejecutante, 
de bienes embargados, bien por entender que son 
suyos tales bienes, así como por a� rmar que le 
corresponde a él su producto con preferencia al 
acreedor ejecutante” estableciendo de esta manera, 
que debe entenderse como elemento principal, 
el interés directo del tercero, que se justi� ca con 
la invocación de un derecho de propiedad sobre 
determinados bienes que están embargados.

En la misma sentencia, se habla sobre el principio de 
prueba que se debe presentar junto con la demanda, 
y expone que los supuestos no pueden desligarse 
de lo dispuesto en el art. 637 CPCM, que al efecto 
complementa otro presupuesto, ya que no solo baste 
con tener un interés o éste sea justi� cado, sino que 
preliminarmente aporte un principio de prueba que 
sirva de base a la apariencia del derecho invocado 
por el tercero. La precitada norma, no precisa a qué 
clase de principio de prueba debe proporcionarse, 
pero tal elemento deberá guardar vinculación con 
la situación jurídica que se pretende reclamar.

Y que tratándose de un bien inmueble, el tercerista 
debe en principio, presentar cualquier medio que 
fundamente la relación jurídica con el bien objeto del 
embargo, en relación a la titularidad de un derecho 
subjetivo sobre el mismo, y por consiguiente no 
se pueden integrar a prima facie lo regulado en los 
arts. 683 y 717 del Código Civil, que se re� eren a 
que la tradición no surte efectos contra terceros si 
no se encuentra inscrito el bien inmueble, pues aún 
y cuando se pretende hacer valer un derecho contra 
tercero, existen excepciones que en especial el mismo 
art. 717 C.C. regula, sobre la posibilidad de aportación 
de un instrumento sin inscripción ante un tribunal, 
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desde que la pretensión pueda indicar una falta de 
conformidad jurídica del acto que le da origen al 
título, y que precisamente el pronunciamiento judicial 
pueda oportunamente establecerlo y declararlo.

Por consiguiente, ha de entenderse que la admisión 
de la tercería que permite acceder al conocimiento 
de oposición a un derecho que se pretende hacer 
valer en menoscabo de otro; tendrá apariencia desde 
que se con� gure un medio señalado por ley que lo 
ampare, como lo es un título traslaticio de dominio, 
cuya constitución se perfecciona según lo establece 
el art. 1605 inciso 2º C.C., que textualmente expresa: 
“la venta de los bienes raíces y servidumbres, y la 
de una sucesión hereditaria, no se reputan perfectas 
ante la ley, mientras no se ha otorgado escritura 
pública”; es decir, con la formalización de la voluntad 
de los contratantes a través del otorgamiento de 
una escritura pública, donde se indique la voluntad 
de trasferir un derecho real de dominio a otra 
persona que lo acepta y paga un precio por ello.

Por consiguiente, un contrato no inscrito en principio, 
aporta un interés directo para que el tercerista continúe 
la discusión del reclamo que pretende hacer valer por 
las razones que jurídicamente puedan surgir en el tramo 
del litigio, así también se consigna en la sentencia con 
referencia 35-CAC-2007 de fecha veintiséis de mayo 
de 2017, que establece que, dado que en los procesos 
de tercería de dominio, cuando el fundamento de 
la pretensión se basa en título no inscrito, deben 
valorarse las razones por las cuales no ha sido posible 
su inscripción, existiendo excepciones que en especial 
se regulan en el art. 717 CC, sobre la posibilidad de 
aportación de un instrumento sin inscripción ante 
un tribunal, desde que la pretensión indique una 
falta de registro no imputable al propietario, como 
por ejemplo, por falta de conformidad jurídica del 
acto, o por inscripciones posteriores como resultado 
de alguna orden emanada del órgano jurisdiccional.
Finalmente, y siempre respecto al planteamiento de la 
tercería, se debe tener claro que las tercerías existentes 
deben ser planteadas de una sola vez sobre el mismo 
bien, fundada en títulos o derechos que posea, según art. 
638 CPCM, generándose la suspensión de la ejecución 
respecto al bien que ha dado origen a la tercería.

La Prohibición de segundas o ulteriores tercerías 
se debe al designio de que no se interrumpa la 
sustanciación con repetidas demandas de tercerías, 
idénticas en su fondo aun y cuando pretendan 
revestirla con forma diversa para establecer una 
aparente diferenciación entre ellas. .  En la contestación 
de tercería éstos no pueden contrademandar, solo es 
permitido que se pronuncien respecto a la oposición 
del levantamiento del embargo y en la respectiva 
audiencia deberán presentar la prueba con la que 
demuestren que debe ser levantado el embargo.

Respecto a la valoración de un documento no inscrito 
para que se estime la tercería alegada, si no se ha inscrito 
por causa no imputable al tercero, ésta será procedente, 
por el contrario, si la inscripción deviene de negligencia 
del tercero, la tercería debe ser desestimada, situación 
que ha sido reforzada por la honorable Sala de lo 
Civil de la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia 
dictada en el proceso con referencia 340-CAC-2017, 
de fecha seis de octubre de dos mil diecisiete.

Es importante hablar sobre la resolución dictada en 
el proceso de tercería, si se estimare parcialmente 
la pretensión del demandante, el tribunal deberá 
resolver sobre el mantenimiento, modi� cación 
o levantamiento de la medida con audiencia de 
las partes. Y en caso de que se dicte una sentencia 
absolutoria fuera � rme, el tribunal dejará sin efecto 
inmediatamente y de o� cio todas las medidas 
cautelares adoptadas, pudiendo el demandado solicitar 
el pago de los daños y perjuicios causados. También 
el demandado podrá reclamarla oportunamente 
la  indemnización en los supuestos de renuncia 
a la pretensión o desistimiento de la instancia.

El art. 641 CPCM, establece que la tercería se debe 
resolver por medio de auto, y por qué será un auto y 
no una sentencia, si el trámite se ha ventilado en un 
procedo declarativo común. Es por el hecho de que 
lo que se está resolviendo es un incidente, que para 
garantizar derechos el legislador determinó que fuera 
en ese tipo de proceso. Es por ello, que dicha resolución 
no admite recurso de Casación, y así lo determinó la 
Honorable Sala de lo Constitucional en la resolución 
dictada en el proceso de Inconstitucionalidad con 
referencia 52-2017, de fecha veintitrés de febrero de 
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dos mil dieciocho, que devino de una inaplicabilidad 
declarada por  la Honorable Sala de lo Civil en la 
resolución dictada en el proceso con referencia 
493-CAC-2016, de fecha tres de febrero de dos mil 
dieciséis, en donde dicha Sala declaró la inaplicación 
del art. 641 inciso 1º CPCM, en cuanto a los efectos 
producidos en la resolución que decide la tercería, 
por vulnerar los arts. 2 y 11 de la Constitución,  
según las motivaciones expuestas en la sentencia.

Sobre ese punto la respectiva Sala de lo Constitucional 
en la resolución de la inconstitucionalidad planteada, 
expuso que la naturaleza y � nalidad de la tercería 
de dominio no es un proceso autónomo, principal 
o independiente ya que su existencia depende del 
proceso en que dicha medida precautoria se haya 
decretado, como lo aclara el art. 639 inc. 1º CPrCM, 
al establecer que la admisión de la demanda de 
tercería solo suspenderá la ejecución sobre el bien 
a que se re� era, por tanto, pende de la ejecución, 
de modo que trata de una cuestión incidental cuya 
� nalidad versa sobre el mantenimiento o cesación 
de los efectos del embargo; la tercería está enlazada 
con la ejecución dentro de la cual se plantea.

Y esto es así pese a que el art. 640 inc. 1º CPCM 
prevea que el incidente se tramitará por la vía 
del proceso común: la tercería de dominio no se 
convierte en un proceso autónomo por el solo hecho 
de que, siendo una cuestión incidental, se tramite por 
el procedimiento del proceso común. Su naturaleza 
incidental no cambia a una naturaleza principal 
por la mera aplicación de reglas procesales de esta 
a aquella y termina diciendo que una razón más 
para justi� carlo es que este incidente culmina, no 
con una sentencia –forma típica de � nalización del 
proceso común–, sino con un auto que no produce 
efectos de cosa juzgada (art. 641 inc. 1º CPCM).
Para terminar, la tercería como se ha expuesto, puede 
ser desestimada o estimada, de ser estimada se deberá 
ordenar el alzamiento de la traba, y la remoción 
del depósito, según el art. 642 CPCM, liberando 
el bien en favor del tercero,, y en consecuencia 
se deberá cancelar la anotación preventiva y 
cualquier otra medida de garantía del embargo; si 
por el contrario es desestimada la pretensión, se 
continuará con el embargo que recae sobre el bien 
objeto del juicio, no obstante queda la posibilidad 
de debatir la titularidad del bien en otro proceso.

• Conclusiones
El análisis de la � gura de la tercería de dominio en 
el derecho procesal civil y mercantil salvadoreño 
demuestra que, aunque la regulación normativa 
es clara, su aplicación práctica requiere mayor 
uniformidad y capacitación judicial. La 
jurisprudencia relevante ha per� lado criterios sobre 
la legitimación activa del tercerista, la validez de 
títulos no inscritos y los efectos de la resolución que 
decide la tercería. Para garantizar la tutela efectiva de 
los derechos de los terceros afectados, es crucial que 
los jueces adopten criterios más claros y coherentes 
con el derecho comparado. Futuras investigaciones 
podrían enfocarse en el impacto de la tercería de 
dominio en la justicia civil y mercantil, así como en 
la capacitación judicial para su correcta aplicación.
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“La Vinculatoriedad del Precedente Judicial Frente a 
la Imparcialidad del Juzgador. Un Tenso Equilibrio”.

Resumen: El presente articulo expone la necesidad de 
equilibrar la vinculatoriedad del precedente judicial 
con la imparcialidad e independencia del juez en 
el proceso judicial. Mientras que la independencia 
garantiza que el juez decida sin in� uencias ni prejuicios, 
el principio de stare decisis obliga a respetar decisiones 
previas para asegurar coherencia, seguridad jurídica e 
igualdad. La aparente tensión entre ambos principios 
se resuelve al entender que la independencia judicial 
no es un privilegio para el juez, sino una garantía 
para las partes, que implica decidir conforme a la 
ley y los precedentes vinculantes, asegurando así 
justicia imparcial y estabilidad en el sistema judicial.

Palabras clave:
Independiencia judicial, Precedente Judicial, Justicia, 
Sistema Judicial.

Introducción.

La independencia del judicial constituye 
uno de los fundamentos esenciales del sistema 
jurisdiccional, asegurando que las decisiones de 
los juzgadores se emitan con apego a la ley y los 
hechos del caso, sin interferencias externas ni sesgos 
personales. Este principio constitucional es vital 
para preservar la con� anza pública en la justicia 
y en la legitimidad de las resoluciones judiciales. 

Para garantizar la independencia en el ámbito 
jurisdiccional, el juez debe actuar sin prejuicios ni 
favoritismos, y su decisión debe basarse exclusivamente 
en los hechos y la ley aplicable, para ello, no debe 
tener interés personal en el caso, ni estar in� uenciado 
por los involucrados o por presiones externas. La 
independencia asegura que todas las partes tengan una 

oportunidad equitativa en el desarrollo del proceso, 
y que la resolución del con� icto se base en una 
evaluación objetiva y justa de los elementos del caso.

Ahora bien, en tiempos recientes ha surgido 
un elemento que se ha sumado a la discusión sobre 
la autonomía judicial, como lo es, la doctrina de 
seguir el precedente judicial, conocida tambien 
como principio de stare decisis, la cual tiene como 
objeto garantizar la estabilidad y coherencia del 
derecho, promoviendo la uniformidad de los 
pronunciamientos judiciales, en tanto obliga a los 
jueces a respetar decisiones adoptadas previamente 
por tribunales superiores en casos análogos. 

En atención a lo antes apuntado, el presente artículo 
explora la función que realiza el juez dentro del proceso 
jurisdiccional en el cual debe darse cumplimiento al 
debido proceso donde la independencia del juez tiene 
un rol esencial, pues se encargada no solo proteger los 
derechos de los individuos, sino también el fortalecer 
la con� anza pública en la administración de justicia.

1. La función jurisdiccional. 
El derecho como una disciplina social y 

especialmente en sede jurisdiccional tiene como 
propósito resolver con� ictos, por lo que, la decisión 
judicial constituye uno de los instrumentos principales 
para la consecución de tal � n (Organización de 
los Estados Americanos, 2016), siendo el Estado el 
encargado de establecer un sistema que asegure la 
efectiva realización de la justicia por medio de la creación 
de tribunales que se ocupen de pronunciar el derecho 
aplicable y dirimir las controversias surgidas en el seno 
de la sociedad, cumpliendo así con la misión de preservar 
el orden jurídico y constitucional (Medina, 2016).
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En el sentido anterior, la función jurisdiccional 
es una actividad clave para la sociedad en un Estado 
democrático de derecho, pues, quienes desempeñan 
esta actividad tienen la responsabilidad de resolver 
los con� ictos que se les plantean y dar cumplimiento 
a las garantías de los justiciables. Los jueces son los 
operadores del sistema procesal, su actividad 
de interpretación y aplicación de las normas 
representa la sustancia principal de la actividad 
jurisdiccional, siendo los actores esenciales en el 
desarrollo del proceso a su cargo (Juárez, 2016).

La actividad del Juez a diferencia de cualquier 
otro acto del Estado, provee a la tutela del derecho 
subjetivo, es decir, la reintegración del derecho 
amenazado o vulnerado  (Rocco, 1944), en este sentido, 
en el quehacer judicial se encuentra el control de 
la actividad del Estado en lo que corresponde a la 
garantía o limitación de derechos fundamentales, 
por lo que, el rol esencial del Juez es el de velar 
por los derechos y garantías de los titulares 
de intereses legítimos involucrados en 
el desarrollo del proceso jurisdiccional.

Así pues, es el juzgador es quien dicta la 
sentencia en el ejercicio de la función que le ha sido 
encomendada, por ello, en su persona queda con� ada 
la protección del honor, la vida y los bienes de los 
ciudadanos, siendo el depositario de la con� anza de 
la sociedad. Para tal efecto, debe gozar de absoluta 
libertad para sentenciar en la forma que su criterio 
y su conciencia le dicten (Centro de Capacitación y 
Educación Continental., s.f.), siempre con respecto 
a los derechos, garantías y principios que se 
discuten en el desarrollo del proceso jurisdiccional. 

En ese sentido, la decisión del juzgador 
se enmarca en el desarrollo de un proceso 
jurisdiccional, el cual se encuentra estructurado 
como un medio legítimo de resolución de con� ictos, 
donde el juez actúa como director a quien se le 
encomienda el respeto y vigilancia de los derechos, 
principios fundamentales y garantías procesales. 

2. El Proceso Judicial y el Debido Proceso. 
El proceso jurisdiccional constituye un método 

de solución de heterocomposición, puesto que, la 

decisión del con� icto es emitida por un tercero, 
quien ejerce la autoridad judicial y aplica el Derecho, 
siendo un mecanismo para la resolución de los 
con� ictos que presenta herramientas e� caces para 
proteger los intereses de las partes (Gutiérrez, 2011).

Este mecanismo es el pilar fundamental del 
ejercicio del poder judicial, en el cual el papel 
del operador jurídico no se limita a decir el 
derecho o a decidir quién tiene la razón, pues sus 
decisiones deben ser argumentadas debidamente 
con un enfoque que pueda determinar la justicia 
material del caso concreto (Gutiérrez, 2011).

En este sentido, la legitimidad y e� cacia 
del proceso judicial dependen del respeto a la 
garantías que conforman el debido proceso, ya 
que su cumplimiento asegura que las actuaciones 
de los sujetos procesales que intervienen, incluido 
el juez, se ajusten a los principios de justicia, 
legalidad, igualdad, defensa y contradicción.

Es así como el proceso judicial y el debido 
proceso son conceptos fundamentales en el ámbito del 
derecho que garantizan una correcta administración 
de justicia. Aunque a menudo se utilizan de manera 
intercambiable, representan aspectos distintos del 
sistema judicial. Mientras que el proceso judicial 
se re� ere a las etapas y procedimientos especí� cos 
a través de los cuales se lleva a cabo un juicio, el 
debido proceso abarca los principios generales de 
justicia que deben ser observados para proteger 
los derechos de los individuos involucrados. 

En tal sentido, el debido proceso es un derecho 
fundamental contentivo de los principios y garantías 
que son indispensables de observar en el proceso 
para que se obtenga una solución sustancialmente 
justa, requerida siempre dentro del marco del estado 
social, democrático y de derecho. Es un derecho 
de toda persona a participar en un procedimiento 
dirigido por unos sujetos con unas cualidades y 
funciones concretas, desarrollado de conformidad 
con las normas preestablecidas en el ordenamiento 
jurídico, en los que se debe decidir conforme al 
derecho sustancial preexistente, siempre y cuando 
se dé la oportunidad de oír o escuchar a todos los 
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sujetos que puedan ser afectados con las resoluciones 
que allí se adopten (Turner-Valencia, 2021). 

De igual manera, el debido proceso 
reclama la observancia de varios principios 
procesales relacionados con el sujeto director 
del proceso jurisdiccional, entre ellos, el de 
exclusividad de la potestad jurisdiccional, el 
juez natural y competente, y la independencia 
e imparcialidad del juzgador (Ramírez, 2005).

El primer principio que ha sido señalado, es 
decir, la exclusividad de la potestad jurisdiccional 
implica que corresponde a los tribunales de justicia 
la potestad de juzgar y promover la ejecución de lo 
juzgado. Los otros organismos del Estado deberán 
prestar a los tribunales el auxilio que requieran para 
el cumplimiento de sus resoluciones, puesto que, 
la función jurisdiccional se ejerce con exclusividad 
absoluta por los tribunales que la ley establezca. 
Ninguna otra autoridad podrá intervenir en 
la administración de justicia (Berducido, s.f.). 

Por su parte, el principio procesal del Juez 
natural es una garantía que implica la existencia 
de un órgano judicial preestablecido en forma 
permanente por la ley. Esta � gura se re� ere al juez 
legal, designado conforme a la competencia que 
para ello la Constitución establece; en este sentido 
debe tratarse de una autoridad judicial creada por 
una ley anterior al hecho objeto del proceso, de 
tal suerte que la expresión juez natural es una 
garantía de los habitantes, pues asegura 
imparcialidad e independencia y no tribunales 
ad-hoc (Sala de lo Constitucional, 2018).

En otras palabras, el principio del juez natural 
signi� ca que ninguna autoridad puede determinar la 
composición de un tribunal para que juzgue un caso 
concreto, después de ocurridos los hechos que motivan 
ese juzgamiento, preservando así la imparcialidad 
e independencia de quienes administran justicia. 
Es decir, el tribunal que juzgará determinado caso 
debe estar previamente constituido a los hechos que 
conocerá, ya que, de lo contrario existe la probabilidad 
que ese tribunal sea expresamente conformado 
para favorecer o perjudicar a la persona sometida a 

juzgamiento. En consecuencia, este principio busca 
evitar la manipulación del tribunal, garantizar la 
imparcialidad e independencia de los juzgadores 
y, en de� nitiva, la justicia del fallo (Cortés, 1999).

Así también como principio que orienta el desarrollo 
del proceso jurisdiccional, se encuentra, independencia 
e imparcialidad del juzgador, siendo estas condiciones 
necesarias para proveer una justicia recta basada en 
la razón de la ley y no en el capricho personal, son 
cualidades que implican no depender de otra persona.  
El juez es independiente de las partes en el juicio ya sean 
particulares o servidores públicos en representación 
legal de un órgano de poder (Hernández, 2013).

De tal manera que, la imparcialidad implica 
que los jueces resolverán los asuntos que conozcan 
basándose en los hechos y en consonancia con el 
derecho, sin restricción alguna y sin in� uencias, 
alicientes, presiones, amenazas o intromisiones 
indebidas, sean directas o indirectas, de cualesquiera 
sectores o por cualquier motivo (O� cina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas, 1985). 

La imparcialidad del juzgador lleva consigo 
además la ausencia de designio o de prevención en el 
funcionario para deponer su función jurisdiccional 
al servicio del interés particular de una de las partes, 
por lo que, la imparcialidad se quiebra cuando 
el juez tiene el designio o la prevención de no 
cumplir realmente con esa función, sino que, 
incumpliendo con ella, puede perseguir en un caso 
concreto servir a una de las partes (Vargas, 2014).

Este principio posee una doble naturaleza jurídica, 
por una parte, es reconocida como una cualidad 
esencial de la función jurisdiccional, que exige, que los 
asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales 
sean decididos basados en razones estrictamente 
jurídicas, sin atender a in� uencias provenientes de los 
sujetos procesales o a las prevenciones en el ánimo 
de los propios juzgadores. En cuanto a esta faceta 
de la imparcialidad, la Sala de lo Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia de El Salvador, ha 
establecido: “El Juez se halla sometido únicamente al 
ordenamiento jurídico, entendido no sólo como sujeción 
al imperio de la ley, sino también y principalmente 
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a la fuerza normativa de la Constitución. A partir de 
ello se instauran los principios de independencia e 
imparcialidad judicial, por medio de los cuales el juez se 
reviste de un estatus que proscribe la sumisión a cualquier 
género de instrucción o dependencia distinta al derecho 
positivo” (Sentencia de inconstitucionalidad, 2005).

Como segunda faceta, la imparcialidad es 
una garantía consagrada a favor de los justiciables, 
procurando que el juez que debe decidir el objeto 
del proceso no pierda su carácter de tercero 
imparcial evitando que concurra a resolver un 
asunto si existe la sospecha que, por determinadas 
circunstancias, favorecerá a una de las partes, 
dejándose llevar por sus vínculos de parentesco, 
amistad, enemistad, interés en el objeto del proceso 
o estrechez en el trato con uno de los justiciables, 
sus representantes o sus abogados (Romero, 2009).

Es menester además destacar que la 
imparcialidad del juez es crucial para garantizar un 
proceso justo, ya que asegura que las decisiones se 
tomen basadas únicamente en la ley y los hechos del 
caso, sin in� uencias externas o sesgos personales. 
Esta imparcialidad protege los derechos de todas las 
partes involucradas, refuerza la con� anza pública 
en el sistema judicial y evita decisiones arbitrarias, 
lo que a su vez fortalece la integridad y legitimidad 
del sistema legal. Sin un juez imparcial, el riesgo de 
injusticias y abusos aumenta, poniendo en peligro 
la equidad y el respeto por el estado de derecho.

Se debe tener claro también que, existen algunos 
aspectos, condiciones o requisitos insoslayables 
del principio de imparcialidad, tales como: 1) La 
indiferencia o desinterés personal del juez respecto de 
los intereses en con� icto y correlativamente, la más 
amplia razonabilidad del juez por las partes y el deber 
de excusación de éste. 2) La con� guración del proceso 
como una relación triangular entre tres sujetos dos 
de los cuales actúan como partes y el tercero en una 
situación supra-partes. 3) La igualdad de las partes, 
para que la imparcialidad del juez no se vea ni siquiera 
psicológicamente comprometida por su desequilibrio de 
poder y no se creen ambiguas solidaridades, interferencias 
o confusiones entre funciones (Delbonis, 2020).

Si alguno de los requisitos antes apuntados 
se incumpliera, en consecuencia, no hay 
imparcialidad, y por lo tanto se vulneraria una de 
las garantías fundamentales que corresponde a las 
partes en el desarrollo de todo proceso judicial. 

Por otra parte, la independencia en el ámbito 
judicial es considerada como un principio fundamental 
del régimen constitucional y un principio rector 
del Estado de derecho, pues resulta innegable la 
vinculación entre la independencia judicial y la 
protección de los derechos fundamentales, ya que, si 
el juicio ha de estar dirigido a impedir arbitrariedades 
y abusos  sobre las libertades individuales por parte 
de los poderes de Gobierno, la independencia de los 
jueces es garantía de una justicia no subordinada a las 
razones de Estado o a intereses políticos contingentes. 
Además, la independencia judicial contribuye a la 
legitimación del juez, legitimación que depende 
de su exclusiva sumisión a la Constitución y a la 
ley, así como a la verdad de los hechos sobre los que 
conoce (Sentencia de inconstitucionalidad, 2005).

En este sentido, la jurisprudencia constitucional 
salvadoreña ha precisado que la independencia 
judicial exige una “libertad” de los jueces para 
resolver, lo que implica la ausencia de subordinación 
del juez o magistrado a otro poder jurídico o social
que no sea la Constitución y la ley. Es así como 
la independencia del juez o de quien ejerce 
funciones jurisdiccionales es una seña de identidad 
o un rasgo esencial de la propia jurisdicción. 
Se trata, por tanto, de la nota insoslayable que 
legitima la actividad judicial y sin la cual no 
podría hablarse de una verdadera jurisdicción 
un órgano judicial no independiente, no ejerce
jurisdicción. Es decir, la función jurisdiccional, 
para cali� carse como tal, requiere ser ejercida por 
órganos sujetos tan solo al derecho en cuanto tal, 
sin vinculación a intereses especí� cos, e 
independiente de quienes tienen que perseguirlos. 
Si la jurisdicción se encomienda al Órgano 
Judicial no es por ninguna característica 
esencial de aquella, sino por ciertas cualidades 
que se garantizan a los jueces y magistrados, 
entre las cuales se incluye su independencia 
(Sentencia de inconstitucionalidad, 2005). 
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3. El principio de Stare Decisis.
El stare decisis es el principio que alude a que una 

decisión judicial debe atender a lo ya resuelto o dicho 
por un juez, corte o tribunal. Por ende, tal principio 
implica la norma de que los jueces deben seguir el 
precedente. A manera de ejemplo, la jurisprudencia 
de Colombia ha destacado que la sentencia o el 
conjunto de ellas, anteriores a un caso determinado 
que, por su pertinencia y semejanza en los problemas 
jurídicos resueltos, debe necesariamente considerarse 
por las autoridades judiciales al momento de emitir 
un fallo. Asimismo, la doctrina lo ha de� nido 
como el mecanismo jurisdiccional que consiste en 
la aplicación de criterios adoptados en decisiones 
anteriores a casos que se presenten en situaciones 
posteriores y con circunstancias similares (Corte 
Constitucional de la República de Colombia, 2017).

Este principio de seguir el precedente se encuentra 
arraigado en diversos países, pues funciona por dos 
razones fundamentales: 1) porque los tribunales de 
menor jerarquía deben seguir y aplicar los precedentes 
emanados de cualquier tribunal superior; y 2) por la 
vinculación proveniente de las propias decisiones. 
Lo anterior involucra, además, el principio de 
congruencia, lo que conecta con la seguridad jurídica. 
Así, en el fondo, subyace una idea de congruencia por 
parte de quienes imparten justicia, pues si un caso es 
resuelto de tal o cual manera, lo lógico, en principio, es 
que se resuelva de la misma forma, a menos que haya 
una diferencia sustancial que justi� que separarse del 
criterio. De hecho, buena parte de la crítica realizada
a las sentencias de tribunales versa en determinar 
dicha congruencia. En esa misma línea, desde 
una perspectiva de la teoría del derecho, 
la idea de sistematicidad o completitud se 
conjuga fuertemente, pues al � nal del día, la 
aplicación de un precedente pretende dotar de 
integridad a un sistema jurídico (Sobarzo, s.f).

En el sentido anterior, se puede clasi� car 
el precedente en dos categorías: (i) el precedente 
horizontal, el cual hace referencia a las decisiones 
proferidas por autoridades del mismo nivel jerárquico 
o, incluso, por el mismo funcionario; y (ii) el 
precedente vertical, que se re� ere a las decisiones 
adoptadas por el superior jerárquico o la autoridad 

encargada de uni� car la jurisprudencia. El precedente 
horizontal tiene fuerza vinculante, atendiendo no 
solo a los principios de buena fe, seguridad jurídica y 
con� anza legítima, sino al derecho a la igualdad que 
rige en nuestra Constitución. Asimismo, el precedente 
vertical, al provenir de la autoridad encargada de 
uni� car la jurisprudencia dentro de cada una de 
las jurisdicciones, limita la autonomía judicial del 
juez, en tanto debe respetar la postura del superior, 
ya sea de las altas cortes o de los tribunales (Corte 
Constitucional de la República de Colombia, 2017).

4. El precedente vinculante y la tensión con la 
independencia judicial

Ahora bien, resulta imprescindible traer 
a cuenta como la obligatoriedad del precedente 
incide en la labor del juez y particularmente en su 
autonomía decisoria, puesto que, el papel del juez en 
un sistema jurídico reconoce la fuerza vinculante de 
ciertos pronunciamientos, sin embargo, el peso de la 
jurisprudencia en el sistema de fuentes del derecho 
ha sido un aspecto debatido con intensidad en la 
teoría y práctica jurídicas, por diversas cuestiones, 
tales como: ¿Son los jueces creadores de derecho?, ¿el 
imperio de la ley incluye a las decisiones judiciales?, 
¿pueden los jueces usurpar el lugar del legislador?. 

Lo anterior crea una tensión entre la 
independencia judicial y seguir el precedente, pues 
hay quienes invocan la independencia judicial para 
oponerse al deber de seguir el precedente, ya que 
consideran que el espacio de decisión de resolución por 
parte del juez, debe ser en atención a su entendimiento 
del derecho, sin recibir órdenes o instrucción alguna 
ni de los otros poderes del Estado ni de sus superiores 
(Cruz-Rodríguez, 2022), defendiendo la idea de que 
el juez solo debe obediencia a la ley formal y que, 
por ese motivo, no se le puede sujetar al seguimiento 
de un precedente ni tiene permitido fundar sus 
decisiones en algo que no sea la norma misma. Aún 
más, se señala que el juez solo está sujeto a la ley, lo 
que implica desobediencia a todo aquello que no sea 
ley, a raíz de lo cual se postula la desobediencia a la 
misma interpretación de los otros jueces y, por tanto, 
se reconoce libertad interpretativa (Maier, 2004).
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De acuerdo con la concepción anterior, el 
seguir el precedente judicial y la independencia del 
juzgador constituyen valores contrapuestos, que no 
podrían ser garantizados simultáneamente, motivo 
por el cual, se ha llegado a a� rmar que obligar a 
un juez a seguir un criterio que no comparte es 
contrario a la función de juzgar con independencia, 
a la vez que haría peligrar su imparcialidad como 
juzgador y la garantía de juez natural (Sartorio, 1959).

Ahora bien, en la actualidad, las interrogantes 
antes planteadas tratan de abordarse superando la 
estrecha visión legalista que ponti� caba la creación 
del legislador como una verdad casi cientí� ca, 
para dar paso a la Constitución, la especi� cidad 
de su interpretación y el rol de los tribunales, para 
ello, las respuestas deben elaborarse a partir de los 
principios contenidos en instrumentos regionales 
tales como el Código Modelo Iberoamericano de 
Ética Judicial y el Estatuto del Juez Iberoamericano. 

En este contexto, el Código Modelo 
Iberoamericano de Ética Judicial, en su artículo 1º, 
sostiene que: “Las instituciones que, en el marco del 
Estado constitucional, garantizan la independencia 
judicial no están dirigidas a situar al juez en una posición 
de privilegio. Su razón de ser es la de garantizar a los 
ciudadanos el derecho a ser juzgados con parámetros 
jurídicos, como forma de evitar la arbitrariedad, y de 
realizar los valores constitucionales y salvaguardar 
los derechos fundamentales”. Como puede verse, lo 
paradigmático de esta redacción es que quita al juez 
del centro, para reemplazarlo por los ciudadanos y sus 
derechos a ser juzgados desde el ordenamiento jurídico, 
sin arbitrariedad y con respeto hacia sus derechos 
fundamentales. Este simple cambio de perspectiva es 
su� ciente para desarmar la estructura argumentativa 
en relación con el precedente vinculante y su amenaza 
a la independencia judicial (M. F. Ratti, 2021).

En atención a la idea antes expuesta, el artículo 
2º del Código Modelo de� ne al juez independiente 
como “aquel que determina, desde el derecho vigente, la 
decisión justa, sin dejarse in� uir real o aparentemente 
por factores ajenos al derecho mismo”. Es evidente que 
la apelación al aspecto material (la decisión justa) que 
acompaña la independencia judicial no hace más que 

con� rmar que esa independencia no podrá ser empleada 
en desmedro de la igualdad y seguridad jurídica. Por lo 
demás, libera al juez de los factores ajenos al derecho, 
lo que excluye al precedente vinculante, que forma 
parte del ordenamiento jurídico (M. F. Ratti, 2021).

Por su parte, el Estatuto del Juez Iberoamericano 
es aún más categórico, pues en su artículo 4º, bajo el 
título “Independencia interna”, señala expresamente 
que el precedente judicial vinculante no afecta 
la independencia judicial: “En el ejercicio de la 
jurisdicción, los jueces no se encuentran sometidos a 
autoridades judiciales superiores, sin perjuicio de la 
facultad de éstas de revisar las decisiones jurisdiccionales 
a través de los recursos legalmente establecidos, y de 
la fuerza que cada ordenamiento nacional atribuya 
a la jurisprudencia y a los precedentes emanados 
de las Cortes Supremas y Tribunales Supremos”.

En el sentido expuesto, la independencia 
reconocida a los jueces que forman parte del poder 
judicial se orienta, precisamente a que las partes 
puedan obtener un resultado justo para su pleito 
y que no existan presiones ni coacciones hacia los 
jueces que deben y tienen el poder de resolverlo. De 
allí que, si al aludir a la libertad de criterio se pone 
el foco únicamente en los jueces -sin importar si eso 
implica vulnerar seriamente la seguridad jurídica, 
la igualdad y la con� anza en el ordenamiento 
jurídico-, se desdibuja completamente el sentido 
del sistema de justicia y se pierde de vista quiénes 
son sus verdaderos destinatarios (M. F. Ratti, 2021).

El abordaje anterior implica la comprensión 
de la relación entre la independencia del juez y el 
seguimiento del precedente, como la incorporación de 
mecanismos orientados a alcanzar la uniformidad de 
la jurisprudencia o de precedentes vinculantes. Por lo 
que, hay que tener claro que la función jurisdiccional 
requiere de los jueces y tribunales la elaboración de 
criterios jurisprudenciales uniformes que, en la mayor 
medida posible, suministren seguridad jurídica en 
relación con la interpretación y aplicación que hacen de 
las disposiciones legales. Dicha labor obliga a entender 
a la jurisprudencia como una actividad racional y 
argumentativa creadora de normas, las cuales han de 
convertirse en un canon de obligatoria observancia 
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para ellos mismos –autoprecedente– o para otras 
entidades jurisdiccionales –precedentes verticales–, 
con el � n de poder dirimir los casos futuros, siempre 
y cuando estos guarden una semejanza relevante 
con los ya decididos (Sala de lo Constitucional de 
la Corte Suprema de Justicia de El Salvador, 2010).

Lo a� rmado en el parágrafo que antecede 
encuentra basamento en la necesidad de mantener la 
coherencia del ordenamiento jurídico, lo cual es una 
exigencia del principio de seguridad jurídica, ya que, 
ante la falta o exceso de previsión normativa o, en su 
caso, de indeterminación jurídica, es necesario que 
exista una “red de precedentes” mediante los cuales se 
concrete qué es lo que normativamente está ordenado, 
prohibido o permitido. (Sala de lo Constitucional de 
la Corte Suprema de Justicia de El Salvador, 2010).

Conclusión

Es así como el proceso jurisdiccional es el 
mecanismo idóneo para la resolución de los con� ictos 
de la población, pues presenta herramientas e� caces 
para proteger los intereses de las partes y garantiza 
efectivamente el debido proceso (Gutiérrez, 2011), 
siendo este último un principio jurídico procesal que 
asegura un resultado justo y equitativo dentro del 
proceso (Centro de Documentación Judicial , s.f.). 
Entre los aspectos que lo componen se encuentra, 
la independencia judicial como principio esencial 
para el funcionamiento justo y equitativo de los 
sistemas judiciales, pues asegura que las decisiones 
se basen en una evaluación objetiva de los hechos y 
la ley, sin in� uencia de factores externos o prejuicios 
personales. Por lo que, garantizarla es fundamental 
para la justicia, la con� anza pública en el sistema 
judicial y la protección de los derechos fundamentales.

Ahora bien, tradicionalmente la contraposición 
entre la independencia judicial y el precedente 
vinculante se desprende de un error conceptual 
que gira en torno a la primera, y que consiste en su 
caracterización como garantía o privilegio en favor 
del juez. Solo al de� nir la independencia judicial en 
esos términos de libertad irrestricta de cada juez en la 
interpretación y el criterio que aplican al resolver sus 
casos, se genera una tensión entre ella y el seguimiento 

de lo resuelto en casos análogos. Sin embargo, no es esa 
su verdadera esencia ni � nalidad, pues la independencia 
del Juez debe ser comprendida como garantía judicial 
en favor de las partes en el proceso (M. F. Ratti, 2021).

Independencia del juez e independencia para o 
en favor del juez no son lo mismo, pues la importancia 
de la independencia judicial radica en la necesidad de 
su existencia para tener por con� gurado un proceso 
como debido. Y esto se justi� ca en la legitimidad que 
ella otorga al juez como tercero ajeno al litigio para 
resolverlo. Las partes sólo pueden concebir la resolución 
de un con� icto intersubjetivo de intereses por un 
tercero si este actúa en base al respeto de los derechos de 
ambas, actor y demandado, llevando a cabo un proceso 
según lo dispone la legislación. Consecuentemente, la 
a� rmación de que el tercero llamado a resolver el litigio 
ha de ser independiente permite que los particulares 
consientan someter el con� icto a su conocimiento y que 
además se resuelva de modo paci� co (Vargas, 2014).

Es así como la independencia judicial implica la 
libre decisión de los asuntos sometidos a conocimiento 
de los tribunales de la República, sin interferencias 
o injerencias. Sin embargo, esta independencia no 
exime al juzgador de respetar los precedentes judiciales 
pues sería absurdo que se dos personas en idénticas o 
similares situaciones reciban de la justicia respuestas 
contrarias. Pues, el justiciable es la razón de ser del 
sistema y el proceso judicial tiene como � n la obtención 
de un resultado justo. Todo ello, en su conjunto, 
inspira un concepto diferente de independencia 
judicial, entendida como la ausencia de injerencia 
directa o interferencia indebida sobre el resultado del 
proceso, lo cual deja incólume el valor del precedente 
judicial en cuanto instrumento de estabilidad, certeza 
e igualdad en el ordenamiento jurídico (Vargas, 2014).
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I
EL CÓDIGO DE HAMMURABI ES UNA DE LAS COMPILACIONES DE LEYES MÁS ANTIGUAS Y 
MEJOR CONSERVADAS DE LA ANTIGÜEDAD, CREADA POR EL REY BABILONIO HAMMURABI 
ALREDEDOR DEL AÑO 1750 ANTES DE CRISTO. ESTE CÓDIGO, QUE SE BASA EN EL PRINCIPIO 
DE LA LEY DEL TALIÓN (“OJO POR OJO, DIENTE POR DIENTE”), ABARCA UNA AMPLIA GAMA 
DE ASUNTOS, INCLUYENDO LEYES SOBRE COMERCIO, FAMILIA, PROPIEDAD Y UN RIGUROSO 
SISTEMA PENAL CON PENAS SEVERAS COMO LA MUERTE, APLICADAS DE MANERA DISTINTA 
SEGÚN EL ESTATUS SOCIAL. 

II
LA PRIMERA MUJER ABOGADA DEL MUNDO ES A MENUDO CONSIDERADA SARMIZA BILCESCU, 
UNA RUMANA QUE FUE LA PRIMERA MUJER EN OBTENER UN DOCTORADO EN DERECHO Y 
EN EJERCER LA ABOGACÍA EN SU PAÍS A FINALES DEL SIGLO XIX. SIN EMBARGO, LA NOCIÓN 
DE “PRIMERA” PUEDE VARIAR, YA QUE OTRAS MUJERES PIONERAS EN EL ÁMBITO LEGAL 
INCLUYEN A LIDIA POËT EN ITALIA Y CLARA SHORTRIDGE FOLTZ EN ESTADOS UNIDOS. 

III
LA PRIMERA ABOGADA DE EL SALVADOR FUE LA DRA. MARÍA GARCÍA HERRERA DE JOVEL. 
SE GRADUÓ DE LA UNIVERSIDAD DE EL SALVADOR EN 1944 O 1946, SEGÚN LA FUENTE, Y 
FUE JUEZA, ACADÉMICA Y DEFENSORA DE LOS DERECHOS DE LAS MUJERES. SU LEGADO 
ES FUNDAMENTAL PARA LA HISTORIA DEL DERECHO SALVADOREÑO Y LA LUCHA POR LA 
EQUIDAD DE GÉNERO EN EL PAÍS. 

IV
EL PRINCIPAL SÍMBOLO DEL DERECHO Y LA JUSTICIA ES LA DAMA DE LA JUSTICIA, UNA 
FIGURA ALEGÓRICA FEMENINA QUE SOSTIENE UNA BALANZA, UNA ESPADA Y, A MENUDO, 
TIENE LOS OJOS VENDADOS. LA BALANZA REPRESENTA LA IGUALDAD Y LA PONDERACIÓN 
DE LOS HECHOS EN UN JUICIO, LA ESPADA SIMBOLIZA EL PODER DE LA LEY PARA IMPONER 
DECISIONES, Y LA VENDA EN LOS OJOS SIGNIFICA QUE LA JUSTICIA ES IMPARCIAL Y NO SE 
DEJA INFLUIR POR LA POSICIÓN SOCIAL O LA RIQUEZA. 

V
LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE EL SALVADOR SE CREÓ EN 1824, CON LA INSTALACIÓN 
DE LA PRIMERA CORTE EL 2 DE AGOSTO DE ESE AÑO, AUNQUE EL ACUERDO DE LA ASAMBLEA 
CONSTITUYENTE PARA SU ESTABLECIMIENTO SE TOMÓ EL 18 DE MAYO DE 1824, ANTES DE 
QUE SE DECRETARA LA CONSTITUCIÓN DEL ESTADO.
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